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Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional, les presentamos la información por temas, generada por la Sala Constitucional, durante el mes de MARZO DE 2019. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

ACCIONES CURSADAS. En la sección de acciones cursadas, encontrarán datos sobre el número de expediente, el tipo de asunto, la norma cuestionada y un título de lo que trata en general lo planteado. Igual las resoluciones de curso, se pueden encontrar completas en nuestra página de internet.  www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
ASUNTOS DE CONSTITUCIONALIDAD INGRESADOS. En este aparte, se publican los asuntos de constitucionalidad ingresados durante el mes, se indica la norma cuestionada, se ordena por tema y se especifica, cuáles de esos asuntos han sido votados durante el mismo mes. 

SENTENCIAS RELEVANTES. En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema emitidas durante el mes, se especifican los votos que se encuentran en redacción. Las sentencias completas, podrán accesarlas en nuestro sitio de jurisprudencia: http://nexuspj.poder-judicial.go.cr/
ASUNTOS DE CONSTITUCIONALIDAD RESUELTOS. Por otra parte, se publican los asuntos de constitucionalidad votados durante el mes, mostrando el expediente, el voto, el tipo de asunto, la norma impugnada y la parte dispositiva. 
ESTADISTICAS MENSUALES POR TEMA. El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales, que se muestran tanto de los asuntos votados como de los casos ingresados. En nuestra página de internet, pueden observar las estadísticas por tema de otros años y las del año en curso completas. www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
ARTICULOS CONSTITUCIONALES Y PRINCIPIOS ACTUALIZADOS. Tenemos a disposición de nuestros usuarios, en nuestra página, los artículos de la Constitución Política anotados con jurisprudencia relevante y los principios sobre los que, a través de su jurisprudencia, la Sala se ha pronunciado. Mes a mes, incluimos nuevos votos y, en este boletín, les exponemos la actualización realizada. El proyecto completo, puede verse en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
 
	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	Descriptor: AMBIENTE. MANUAL PLANES REGULADORES
Expediente: 18-004023-0007-CO
Sentencia: 005065-19 de 20 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Manual de Planes Reguladores como Instrumento de Ordenamiento Territorial. Publicado en al Alcance de la Gaceta No. 21 de 31 de enero de 2018, como acuerdo de la Sección Ordinaria No. 6296, artículo II, inciso 1) de 14 de diciembre de 2017 de la Junta Directiva del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo.
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se dispone continuar con el trámite del presente asunto, y dar curso a esta acción de inconstitucionalidad.


	Descriptor: TRIBUTARIO. SE CUESTIONA EL SECRETO TRIBUTARIO
Expediente: 19-004310-0007-CO
Sentencia: Pendiente / Cursada
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Ley No. 4755 y sus reformas



 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet: http://poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Asuntos de constitucionalidad ingresados durante el mes a la Sala Constitucional (algunos se han votado el mismo mes)




	CIVIL
	Descriptor: CIVIL. POSIBILIDAD DE APELAR RECHAZO DE PRUEBAS ANTE EL TRIBUNAL DE APELACIONES.
Expediente: 19-004893-0007-CO
Sentencia: 005559-19 de 27 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Consulta Judicial
Norma impugnada: Artículos 102.3.9 y 67.3 del nuevo Código Procesal Civil de 2016.
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: No ha lugar a evacuar la consulta


	CONTRATOS O LICITACIONES
	Descriptor: CONTRATOS O LICITACIONES. SISTEMA DE COMPRAS PUBLICAS QUE DEBEN CUMPLIR LAS MUNICIPALIDADES
Expediente: 19-00005204-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 40 de la Ley de Contratación Administrativa y todos los artículos de la Directriz Presidencial No. 025-H. Publicada en La Gaceta No. 197 de 25/10/2018


	CONVENO
	Descriptor: ENMIENDA AL CONVENIO DE BASILEA
Expediente: 19-003918-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Consulta Legislativa Preceptiva
Norma impugnada: Ley para ratificar enmienda III/A Convenio de Basilea


	ELECTORAL
	Descriptor: ELECTORAL. PARIDAD HORIZONTAL EN ELECCIONES MUNICIPALES SE APLICARÁN HASTA EL 2024 
Expediente: 19-004707-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Resolución del Tribunal Supremo de Elecciones No. 1724-E8-2019 de 15:00 horas de 27/09/2019, publicada en La Gaceta, Alance No. 56 de 14/03/2019


	FAMILIA
	Descriptor: FAMILIA. SE ESTABLECE QUE EL HOMBRE ES EL PRINCIPAL PROVEEDOR DE LOS GASTOS DE LA FAMILIA.
Expediente: 19-003789-0007-CO
Sentencia: 005084-19 de 22 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 35 del Código de Familia
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción.- Los Magistrados Rueda Leal, Monge Pizarro y Esquivel Rodríguez, salvan el voto y ordenan efectuar la prevención del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Adicionalmente, el Magistrado Rueda Leal pone nota.


	JURISDICCION CONSTITUCIONAL
	Descriptor: JURISDICCION CONSTITUCIONAL. AMPARO CONTRA RESOLUCIONES JUDICIALES
Expediente: 19-004603-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Sentencia 004511-19 de la Sala Constitucional y el artículo 30 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 


	PODER JUDICIAL
	Descriptor: PODER JUDICIAL. SISTEMA SANCIONATORIO PARA INTÉRPRETES, TRADUCTORES Y EJECUTORES DEL PODER JUDICIAL
Expediente: 19-004417-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 32 del Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores y ejecutores en el Poder Judicial. 11/06/2012, emitido por la Corte Suprema de Justicia.


	SEGURIDAD SOCIAL
	Descriptor: SEGURIDAD SOCIAL. INTERPRETACION DE LA CCSS DE REGLAMENTOS Y PLAZOS PARA COBROS A LOS ADMINISTRADOS.
Expediente: 19-003624-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Interpretación de la CCSS de los reglamentos y plazos, así como los mecanismos utilizados para ejercer medidas de cobro.


	TRABAJO
	Descriptor: TRABAJO. APLICACIÓN DE LEY DE FORTALECIMIENTO DE FINANZAS PUBLICAS EN EMPLEO PUBLICO

Expediente: 19-004931-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: 1) Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas. No. 9635. Título III, artículo 3 que adiciona capítulos y transitorios a la Ley de Salarios de la Administración Pública No. 2166. 2) Título IV de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas No. 9635 de 05/12/2018. 3) Artículos 5, 12 inciso c), 16, 17, 19, 21, 23, 24, 25, transitorios XXVII, XXIX, XXXI y XXXVI de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas No. 9635 de 05/12/2018. 4) Ley de Salarios de la Administración Pública No. 2166. Artículos 26, 27 inciso 3, 5, 28, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 39, 40, 46, 47, 48, 49, 51, 52, 53, 54, 55, adicionados a la Ley 2166. 5) Artículos 1 inciso a), 3, 4, 7, 9, 14, 15, 16, 17, 21 y 22 del Decreto Ejecutivo No. 41564--MIDEPLAN-H


	TRABAJO
	Descriptor: TRABAJO. COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS DE TRABAJO EN LA APLICACION DE LA LEGISLACIÓN DE SEGURIDAD SOCIAL
Expediente: 19-005330-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia y el artículo 430 del Código de Trabajo inciso 4). 


	TRIBUTARIO
	Descriptor: TRIBUTARIO. IMPUESTO A LAS COOPERATIVAS EN LEY DE FORTALECIMIENTO DE LAS FINANZAS PUBLICAS
Expediente: 19-004712-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas. No. 9635. Título II de la Ley de Impuesto a Ingresos y Utilidades, que reforma la Ley No. 7092 Ley de Impuesto sobre la Renta de 21/04/1988, en sus artículos 2, 31 ter y transitorio XXII de dicho título de 04/12/2019


	TRIBUTARIO
	Descriptor: TRIBUTARIO. PRESCRIPCION PARA EL COBRO DE INTERESES Y MULTAS.
Expediente: 19-004902-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículos 53, 74 y 90 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.


	TRIBUTARIO
	Descriptor: TRIBUTARIO. SE CUESTIONA EL SECRETO TRIBUTARIO
Expediente: 19-004310-0007-CO
Sentencia: Pendiente / Cursada
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Ley No. 4755 y sus reformas



	· Fallos recientes



	AMBIENTE
	003575-19. SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE CÓBANO, EJECUTAR ÓRDENES SANITARIAS, EN DONDE SE SOLVENTE LA PROBLEMÁTICA DEL SISTEMA DE RECOLECCIÓN Y DEPÓSITO DE RESIDUOS SÓLIDOS DE ESA ÁREA TERRITORIAL Y, ADEMÁS, LAS MEDIDAS PARA EL CIERRE TÉCNICO Y DEFINITIVO DEL VERTEDERO MUNICIPAL, UBICADO EN LA TRANQUILIDAD DE CÓBANO. 

	AMBIENTE
	003579-19. SE ORDENA A INCOPESCA, QUE, EN UN PLAZO DE CUATRO MESES, REGLAMENTAR DE MANERA CLARA Y ORDENADA UN INSTRUMENTO JURÍDICO PARA LOS DISPOSITIVOS O BALIZAS DE MONITOREO Y SEGUIMIENTO SATELITAL, EN LOS BARCOS DE PESCA. 

	AMBIENTE
	005578-19. SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA, AL INVU Y AL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS, SOLUCIONAR EN UN PLAZO DE QUINCE DÍAS, EL PROBLEMA DE CONTAMINACIÓN QUE AQUEJA A LOS HABITANTES DE LA URBANIZACIÓN EL ERIZO NO. 1 Y NO. 2 EN DESAMPARADOS DE ALAJUELA. 

	AMBIENTE
	003562-19. SE ORDENA AL MINISTERIO DE SALUD, QUE, EN EL PLAZO DE SEIS MESES, UN ESTUDIO DE LA TERMINAL DE BUSES EN PARAÍSO DE CARTAGO Y, TOMAR LAS MEDIDAS CORRESPONDIENTES, EN LOS SIGUIENTES SEIS MESES. 

	AMBIENTE 
	004046-19. SE ORDENA AL MINAE, AL SINAC Y A INCOPESCA, INSTALAR LA TOTALIDAD DE RADARES ESTABLECIDOS EN LA ESTRATEGIA DE CONTROL Y VIGILANCIA MARÍTIMA DEL MINAE, EN UN PLAZO DE 18 MESES. ASÍ COMO, ACTUALIZAR LOS CRITERIOS TÉCNICOS Y CIENTÍFICOS PARA EL ESTABLECIMIENTO DE LA VEDA, INCORPORANDO CRITERIOS ECONÓMICOS Y SOCIALES. PESCA ILEGAL.

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	005624-19. NO PROCEDE EL AMPARO, EN EL CASO DE INCONFORMIDAD EN LOS INTEGRANTES DE DETERMINADA COMISIÓN LEGISLATIVA. 

	COMERCIO
	003586-19. SE CUESTIONA SANCIÓN PERPETUA Y NEGATIVA DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, IMPUESTA A COOPERATIVA, POR PARTE DE LA TESORERÍA NACIONAL. 

	COMERCIO
	004582-19. SE CUESTIONAN LOS REQUISITOS IMPUESTOS POR EL MINISTERIO DE SALUD, A LA IMPORTACIÓN DE TEJIDOS PARA TRASPLANTES, INCLUYENDO LAS CÓRNEAS. ACUSA QUE NIEGA LA POSIBILIDAD DE IMPORTAR TEJIDOS DE CÓRNEAS PARA TRASPLANTES EN MEDICINA PRIVADA, POR PARTE DEL MINISTERIO DE SALUD. SE ORDENA ESTABLECER UN PROCEDIMIENTO ADECUADO EN UN PLAZO DE DOS MESES. 

	COMERCIO 
	003792-19. SANCIÓN IMPUESTA POR LA COMISIÓN PARA PROMOVER LA COMPETENCIA (COPROCOM), CONTRA SOCIEDADES FARMACÉUTICAS, ES UN ASUNTO DE LEGALIDAD. (CEFA / FISCHEL)

	CONTRATOS O LICITACIONES
	004054-19. SE CUESTIONA LA CLAUSURA DE MUPIS COLOCADOS POR EMPRESA PRIVADA. SE DECLARA SIN LUGAR POR FALTA DE PERMISOS Y SE ENVÍA A LA VÍA DE LEGALIDAD.

	EDUCACIÓN
	003590-19. SE ORDENA ARREGLAR EN UN PLAZO DE DOCE MESES, CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA DEL CENTRO EDUCATIVO JENARO BONILLA AGUILAR EN TURRIALBA. 

	EDUCACIÓN
	003879-19. SE CUESTIONA INGRESO DE LA POLICÍA A LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA, DURANTE MANIFESTACIÓN PÚBLICA EN DONDE HUBO DISTURBIOS. SE ANALIZA LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA, REMITIÉNDOSE A LA SENTENCIA 18087-16.  

	EDUCACIÓN
	004587-19. RETENCIÓN DE DOCUMENTOS ESTUDIANTILES EN VIRTUD DE DEUDAS, SE PUEDEN HACER SEGÚN EL NUEVO CÓDIGO PROCESAL CIVIL. LEY NO. 9342

	EDUCACIÓN
	004669-19. SE OTORGA UN PLAZO DE 18 MESES AL MEP PARA REALIZAR OBRAS DE CONSTRUCCIÓN SEGÚN LA LEY 7600 EN EL CENTRO EDUCATIVO CTP AMBIENTALISTA ISAÍAS RETANA ARIAS. 

	EDUCACIÓN
	005618-19. SE CUESTIONA OPERATIVO ANTIDROGAS EN CENTRO EDUCATIVO DEL INA. 

	ELECTORAL
	005314-19. SE CUESTIONA QUE EL REGISTRO CIVIL, NO REALIZÓ RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD POR NO SER EL PADRE BIOLÓGICO.

	FAMILIA
	005169-19. SOBRE EL DEBIDO PROCESO Y EL DERECHO DE DEFENSA EN PROCEDIMIENTOS ANTE EL PANI.

	GENERO
	003556-19. SE ACUSA QUE LAS ESTRUCTURAS PARTIDARIAS EN EL PARTIDO LIBERACIÓN NACIONAL, NO CUMPLEN CON EL PRINCIPIO DE PARIDAD DE GÉNERO. 

	INFORMACIÓN
	004067-19. LA ADMINISTRACIÓN TIENE LA OBLIGACIÓN DE SELLAR LOS DOCUMENTOS QUE LE SON PRESENTADOS POR LOS ADMINISTRADOS.

	INFORMACIÓN
	004082-19. INFORMACIÓN SOLICITADA POR PERIODISTA, SOBRE LOS MOVIMIENTOS MIGRATORIOS DE UN PARTICULAR, EN FORMA ESPECÍFICA, COMO NUMERO DE VUELO Y DESTINO, ES INFORMACIÓN DE CARÁCTER PRIVADO. VER VOTOS 19795-10, 20217-14. 

	INFORMACIÓN
	004193-19. LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA CUENTA CON LAS POTESTADES NECESARIAS PARA ORGANIZAR LA ATENCIÓN AL USUARIO.

	INFORMACIÓN
	004198-19. SE ORDENA AL MINISTERIO DE TRABAJO, ENTREGAR LISTA DE PATRONOS QUE NO CANCELARON A TIEMPO EL AGUINALDO A SUS TRABAJADORES.

	INFORMACIÓN
	005114-19. SE LIMITA ACCESO A INFORMACIÓN DE PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO.

	INFORMACIÓN
	005430-19. SE ORDENA ENTREGAR LA INFORMACIÓN SOBRE PAGOS A REGIDORES Y SÍNDICOS EN LA MUNICIPALIDAD DE POCOCÍ. REDACCIÓN

	INFORMACIÓN
	005430-19. SE ORDENA ENTREGAR LA INFORMACIÓN SOBRE PAGOS A REGIDORES Y SÍNDICOS EN LA MUNICIPALIDAD DE POCOCÍ. REDACCIÓN

	INFORMACIÓN 
	004222-19. SE ORDENA A LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE PUNTARENAS, CONTESTAR LA SOLICITUD REALIZADA, SOBRE LA LISTA DE ABOGADOS NOTARIOS PÚBLICOS AGENTES DE SEGUROS, INSCRITOS COMO CONTRIBUYENTES EN ESA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. 

	INFORMACIÓN 
	005429-19. SOLICITÓ INFORMACIÓN SOBRE LA ADJUDICACIÓN DE CONTRATACIÓN DIRECTA DEL CONCURSO NO. 2016CD-000158-PROV, PARA LA ADQUISICIÓN DE UNA SOLUCIÓN DE COBRO EN LÍNEA CONVERGENTE, LA CUAL, NO SE HA PODIDO IMPLEMENTAR AL ICE Y LE INDICARON QUE ES INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. REDACCIÓN.

	INFORMACIÓN 
	005837-19. INFORMACIÓN SOBRE PLANILLA OBRERO PATRONALES, ES ACCESIBLE SÓLO PARA EL PATRONO Y LOS TRABAJADORES INSCRITOS. 

	INTIMIDAD
	003958-19. INSTALACIÓN DE CÁMARAS EN INSTALACIONES PÚBLICAS, NO LESIONAN EL DERECHO A LA INTIMIDAD, EN TANTO NO ESTÉN UBICADAS EN LUGARES PRIVADOS, DEBEN COLOCARSE EN LUGARES VISIBLES Y DE USO COMÚN. 

	INTIMIDAD
	004557-19, 005434-19. SOBRE INSCRIPCIÓN DE MATRIMONIOS DEL MISMO SEXO, REITERA LA SALA QUE NO HAY UNA NORMA QUE LO DETERMINE Y EL PLAZO OTORGADO POR LA SALA PARA ADECUAR EL MARCO JURÍDICO, NO HA TRANSCURRIDO. 

	JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL
	004002-19. ALCANCES DE LOS ARTÍCULOS 81 Y 91 DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. RESOLUCIÓN DE CURSO DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD.

	LIBERTAD DE EXPRESIÓN 
	004051-19. SE CONDENA A LA COMPAÑÍA NACIONAL DE FUERZA Y LUZ, POR VIOLACIÓN A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, POR LIMITAR O CENSURAR INFORMACIÓN DE CANDIDATO A FISCAL EN DISCURSO. 

	LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PRENSA
	005428-19. SE ORDENA A MEDIO DE COMUNICACIÓN, RECTIFICAR INFORMACIÓN SOBRE DONACIÓN REALIZADA POR EMIRATOS ÁRABES A LA EMBAJADA DE COSTA RICA EN ESE PAÍS. REDACCIÓN.

	LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PRENSA
	005903-19. ALCANCES Y PARÁMETROS DEL DERECHO DE RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. 

	LIBERTAD DE PRENSA
	004559-19. PUBLICACIÓN DE IMAGEN EN MEDIO DE COMUNICACIÓN, DE PERSONAS SENTENCIADAS EN JUICIO PENAL. 

	MIGRACIÓN
	005089-19. POR RAZONES DE SEGURIDAD, PUES SE TIENEN QUE ASIGNAR CUSTODIOS, NO PERMITEN QUE PERSONAS QUE DEBEN SER DEPORTADAS COMPRAR SUS TIQUETES PARA ADELANTAR EL PROCESO.

	MINORÍAS
	005777-19. IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA SOMETIDA A UN PROCESO PENAL. CASO DE IDENTIDAD DE GÉNERO. (TRAVESTI)

	MUNICIPALIDAD
	004625-19. SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE PURISCAL, EL ARREGLO DE CALLE CONOCIDA COMO MONTEZUMO, EN UN PLAZO DE SEIS MESES, EN DONDE VIVEN ADULTOS MAYORES. 

	MUNICIPALIDAD
	005623-19. SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE CÓBANO, EN PUNTARENAS, QUE, EN EL PLAZO DE UN MES, SOLUCIONE EL PROBLEMA DE RECOLECCIÓN DE BASURA EN LA COMUNIDAD DE SANTA FE DE CÓBANO. 

	PENAL
	003952-19. SE ACUSA QUE TRIBUNAL PENAL, NO RESOLVIÓ SOBRE UN SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO EN CAUSA PENAL QUE SE LLEVA CONTRA SU DEFENDIDO, QUE SURGIÓ DE UN ACUERDO CONCILIATORIO, CON OTRAS PARTES DEL PROCESO. SE CUESTIONA PRISIÓN PREVENTIVA AL DICTARSE SENTENCIA. (CASO DE LOS CICLISTAS) 

	PENAL
	004381-19. AUDIENCIA ORAL PARA LA IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES. DEBIDO PROCESO.

	PENAL
	004553-19. DENEGAR LA CELEBRACIÓN DE AUDIENCIA, POR CAMBIO DE CIRCUNSTANCIAS QUE MOTIVARON LA PRISIÓN PREVENTIVA, DEBE FUNDAMENTARSE. 

	PENAL
	005107-19. OPERATIVOS POLICIALES EN ZONAS CON ALTOS ÍNDICES DE CONFLICTIVIDAD. 

	PENAL
	005277-19. SOBRE LA DETENCIÓN DE PERSONAS SUJETAS A UN PROCESO DE EXTRADICIÓN.

	PENAL
	005444-19. NO SE OTORGA AUDIENCIA EN CASOS EN DONDE ANULA EL DEBATE, POR INCAPACIDAD DE UNO DE LOS JUZGADORES. 

	PENAL
	005444-19. NO SE OTORGA AUDIENCIA EN CASOS EN DONDE ANULA EL DEBATE, POR INCAPACIDAD DE UNO DE LOS JUZGADORES. 

	PENAL
	005814-19. SE ACUSA QUE UNA SANCIÓN EN CONTRAVENCIONES LE FUE CONVERTIDA EN DÍAS DE PRISIÓN, EN FORMA AUTOMÁTICA. 

	PENITENCIARIO
	004943-19, 005117-19. SE ORDENA AL MINISTERIO DE JUSTICIA, QUE, EN UN PLAZO DE SEIS MESES, BRINDE UN SERVICIO ALTERNATIVO, MEDIANTE OTROS MEDIOS DE COMUNICACIÓN, EN EL QUE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD PUEDAN REALIZAR LLAMADAS INTERNACIONALES. 

	PENITENCIARIO
	005725-19. SE ORDENA A FUNCIONARIOS DEL CAI GERARDO RODRÍGUEZ, ADECUAR PROGRAMA DE VIOLENCIA SEXUAL, PARA PRIVADO DE LIBERTAD QUE NO SABE LEER NI ESCRIBIR. 

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	003557-19. SALARIO ESCOLAR EN MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS. 

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	003930-19. LA EXONERACIÓN DE PENSIÓN ALIMENTARIA IMPUESTA A LOS ABUELOS, NO ES UN ASPECTO QUE DEBA CONOCERSE EN LA SALA. 

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	005088-19. SE REITERA QUE, EN MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS, LA DEFENSA PÚBLICA, PUEDE PARTICIPAR, CUANDO ASÍ SEA REQUERIDO PARA REPRESENTAR A LA PARTE ACTORA EN LOS PROCESOS, NO A FAVOR DEL DEMANDADO. 

	PETICIÓN
	003718-19. INFORMACIÓN RELACIONADA CON EL CAPITAL SOCIAL Y LA COMPOSICIÓN ACCIONARIA DE LAS EMPRESAS, QUE TIENEN CONTRATOS DE COGENERACIÓN ELÉCTRICA CON EL ICE, ES CONFIDENCIAL.  

	PETICIÓN
	004132-19. SE ORDENA AL ICE, ENTREGAR INFORMACIÓN, SOBRE DOCUMENTACIÓN PRESENTADA POR EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ENSEÑANZA RADIOFÓNICA, PARA OBTENER LOS SERVICIOS ELÉCTRICOS PARA LA RADIO CULTURAL DE TURRIALBA, RESGUARDANDO LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS DATOS SENSIBLES QUE ALLÍ SE ENCUENTREN Y SE LE BRINDE AL AMPARADO UNA RESPUESTA DEFINITIVA REFERENTE ACUERDO DE DONACIÓN DE UN CONTENEDOR DONADO AL ICER POR PARTE DEL ICE. 

	PETICIÓN
	005663-19. SE ORDENA A LA MINISTRA DE HACIENDA, ENTREGAR A DIPUTADO INFORMACIÓN SOLICITADA SOBRE LA LISTA DE LOS CONTRIBUYENTES, QUE SE HAN ACOGIDO A LAS AMNISTÍAS TRIBUTARIAS, DE CONFORMIDAD CON LA LEY DE FORTALECIMIENTO DE LAS FINANZAS PÚBLICAS. NO. 9635

	PODER EJECUTIVO
	004059-19. SE ORDENA AL ÁREA DE SALUD DE PARAÍSO, DETERMINAR EN UN PLAZO DE 15 DÍAS, SI ESTABLECIMIENTO COMERCIAL GENERA CONTAMINACIÓN SÓNICA Y AMBIENTAL, EN CUYO CASO, DEBERÁ EJECUTAR LAS ORDENES RESPECTIVAS PARA REMEDIARLO.

	PODER EJECUTIVO
	005481-19. SE CUESTIONA LAS FUNCIONES QUE DESPLIEGAN LOS FUNCIONARIOS EN LA EMBAJADA DE VENEZUELA, PESE A QUE EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA LOS INVITO ABANDONAR EL PAÍS. 

	PODER EJECUTIVO
	005596-19. SE ACUSA QUE EL MINISTERIO DE HACIENDA Y EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN, NO HAN DEPOSITADO A LAS JUNTAS DE EDUCACIÓN, EL PRESUPUESTO PARA LOS PROGRAMAS DE ALIMENTACIÓN DE CENTROS EDUCATIVOS. SE ADVIERTE A LAS AUTORIDADES, ABSTENERSE DE INCURRIR, NUEVAMENTE, EN ESTOS HECHOS. 

	PODER JUDICIAL
	004080-19. SE ORDENA AL COORDINADOR DE LA FISCALÍA DE UPALA, QUE FACILITE, EN EL PLAZO DE DOS MESES, UN ESPACIO FÍSICO, EN DONDE SE RESGUARDE LA CONFIDENCIALIDAD DE LA ENTREVISTA ENTRE EL DEFENSOR Y SU DEFENDIDO. 

	PRONTA RESOLUCIÓN
	005656-19. SE ORDENA A LA EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS DE HEREDIA, SOLUCIONAR DE MANERA DEFINITIVA, EN UN PLAZO DE SEIS MESES, EL PROBLEMA DE INUNDACIONES POR LA RUPTURA DE UN TUBO DE AGUA POTABLE EN SANTA CRUZ DE SAN ISIDRO DE HEREDIA. 

	PRONTA RESOLUCIÓN
	005727-19. SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE LIMÓN, ARREGLAR EN UN PLAZO DE DIEZ MESES, EL PROBLEMA DE ESTANCAMIENTO DE AGUAS EN CIENEGUITA. 

	PROPIEDAD
	004037-19. ALCANCES DE LA COMPETENCIA CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE DESALOJOS ADMINISTRATIVOS. 

	PROPIEDAD
	004605-19. SE ORDENA AL INVU, LIMPIAR UN LOTE DE SU PROPIEDAD, UBICADO EN BARRIO EL CARMEN DE PASO ANCHO NORTE, EN EL PLAZO DE UN MES. 

	SALUD
	005560-19. SE ORDENA A LA CCSS ELABORAR EN SEIS MESES, UN SISTEMA DE GESTIÓN INTEGRADO PARA SOLVENTAR PROBLEMAS DE LISTAS DE ESPERA. REDACCIÓN

	SEGURIDAD SOCIAL
	004471-19. CELEBRACIÓN DE AUDIENCIA SIN LA PRESENCIA DEL DEFENSOR. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA EMPRESA PRIVADA INSTAURADO POR LA CCSS. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	004048-19, 004055-19. SE ORDENA A LAS AUTORIDADES PÚBLICAS, ADOPTAR MEDIDAS PARA QUE EL COSTO DEL SERVICIO DE ELECTRICIDAD DE UNA PERSONA OXIGENO DEPENDIENTE, SEA ASUMIDO POR EL IMAS, MIENTRAS SUBSISTAN LAS CONDICIONES SOCIOECONÓMICAS Y LA SALUD DE LA AMPARADA. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	004056-19, 004066-19. SE ORDENA AL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS, QUE, EN EL PLAZO DE 18 MESES, ADOPTEN LAS MEDIDAS CORRESPONDIENTES, PARA SOLUCIONAR EL PROBLEMA DE ABASTECIMIENTO DE AGUA EN LA COMUNIDAD DE ANDROMEDA TRES LAS PARCELAS DE BALSA DE ATENAS. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	004077-19. SE ORDENA EL ICE, QUE, EN EL PLAZO DE 18 MESES, BRINDE EL SERVICIO DE TELEFONÍA CELULAR FIJA A LA COMUNIDAD DE SAN MIGUEL Y BERLÍN DE PARAMO EN SAN ISIDRO DEL GENERAL.

	SERVICIOS PÚBLICOS
	005626-19. SE OTORGA AL INSTITUTO DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS, QUE, EN EL PLAZO DE 12 MESES, PLANIFIQUEN, DETERMINEN Y CONCRETEN EL PLAN DE MEJORAMIENTO DE LA RED DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA UBICADA EN LA ZONA DE GRANADILLA NORTE, EN LA COMUNIDAD DE LOS ÁLAMOS. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	005675-19. SE ORDENA AL ICE, QUE, EN UN PLAZO DE TRES MESES, DEFINAN LA FECHA EN LA QUE SE BRINDARÁ EL SERVICIO DE ELECTRICIDAD, A LOS VECINOS DE LOS ÁNGELES NORTE DE SAN RAMÓN DE ALAJUELA, 

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	004260-19. REITERA LA SALA, QUE NO LE CORRESPONDE PRONUNCIARSE SOBRE LOS CONFLICTOS SURGIDOS EN RELACIÓN CON LOS CONDÓMINOS. 

	TRABAJO
	003565-19. COLEGIATURA PRECEPTIVA O FACULTATIVA, PARA OCUPAR CARGOS PERIODÍSTICOS EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.

	TRABAJO
	003642-19. EL DERECHO A LA EDUCACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS. NOMBRAMIENTO DE MAESTROS. 

	TRABAJO
	003683-19. PRESENTÓ RECURSO DE APELACIÓN POR DESPIDO, EN UN LUGAR DIFERENTE AL INDICADO EN EL TRASLADO DE CARGOS, POR LO QUE NO LE FUE TRAMITADO. 

	TRABAJO
	003695-19. SE ORDENA A EMPRESA PRIVADA, HACER ENTREGA DEL CERTIFICADO DE EXPIRACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO, SEGÚN EL ARTÍCULO 35 DEL CÓDIGO DE TRABAJO. 

	TRABAJO
	003700-19. COLOCACIÓN DE CÁMARAS DE VIDEO, CON AUDIO, EN LAS UNIDADES MÓVILES, DESTINADAS AL TRASLADO DE DETENIDOS EN EL OIJ. 

	TRABAJO
	003713-19. SE ACUSA QUE, EN LA CCSS, SE DA MAYOR PORCENTAJE EN CONCURSO, A QUIENES PARTICIPARON EN MAYOR CANTIDAD DE ACTIVIDADES ACADÉMICAS, QUE A QUIENES TIENEN MÁS EXPERIENCIA PROFESIONAL. ASUNTO DE LEGALIDAD.

	TRABAJO
	003737-19. LA DETERMINACIÓN SOBRE SI UN POSTULANTE PARA UN PUESTO, POSEE MEJORES ATESTADOS, ES UN ASUNTO DE LEGALIDAD, QUE DEBE SER ANALIZADO EN LA VÍA COMÚN.

	TRABAJO
	001367-19, 003893-19, 003967-19. EN ESTOS CASOS SE REITERA QUE LA REALIZACIÓN DE EXÁMENES DEL SERVICIO CIVIL, SE ENCUENTRA EN ETAPA DE RECLUTAMIENTO DIGITAL, QUE SE TIENE UN PROCESO ABIERTO Y A LA ESPERA DE QUE SEAN PRACTICADOS LAS PRUEBAS CORRESPONDIENTES, POR LO QUE LOS ASUNTOS SE RECHAZAN POR EL FONDO, AL ALEGARSE, POR PARTE DE LOS ADMINISTRADOS, QUE NO ESTÁN HACIENDO LOS EXÁMENES. 

	TRABAJO
	004073-19. PROFESORA CON PROBLEMAS PSICOLÓGICOS RENUNCIÓ Y QUIERE VOLVER AL PUESTO SEIS MESES DESPUÉS. SE DESESTIMA EL RECURSO POR QUE CONSTA QUE MANTENÍA UN NIVEL DE CONCIENCIA. 

	TRABAJO
	004084-19. SE REITERA QUE EL PATRONO NO PUEDE DISCREPAR DE LA AUTORIDAD MEDICA QUE EMITE UN DICTAMEN DE REUBICACIÓN, PUES ELLO NO RESULTA DE SU COMPETENCIA. 

	TRABAJO
	004047-19. NO SE PRORROGA NOMBRAMIENTO INTERINO DE FUNCIONARIO EN EL MEP, PORQUE NO ESTABA INCORPORADO AL COLYPRO. 

	TRABAJO
	004126-19. NO LE PERMITEN EL INGRESO A LA FUERZA PÚBLICA, POR UNA MALFORMACIÓN EN LOS DEDOS DE SU MANO. 

	TRABAJO
	004165-19. SE ORDENA NOTIFICAR A PROFESORA A LA QUE LE FUERON REDUCIDAS PARTE DE SUS LECCIONES, COMUNICARLE FORMALMENTE EL CESE Y LA JUSTIFICACIÓN DE LA MEDIDA, A EFECTOS DE QUE PUEDA DEFENDERSE.   

	TRABAJO
	004595-19. SE ACUSA PROBLEMAS DE PLAGAS EN EL HOSPITAL DE ALAJUELA. SE DECLARA SIN LUGAR AL NO HABERSE COMPROBADO. 

	TRABAJO
	004634-19. RESTRICCIÓN AL USO DEL CORREO ELECTRÓNICO EN FORMA MASIVA PARA FUNCIONARIOS DEL SINART, SÓLO PUEDEN ENVIARLOS CUATRO DEPARTAMENTOS CONCRETOS. NO ES EL CASO DE ACCESO A CORREOS DE LOS SINDICATOS.

	TRABAJO
	004661-19. FUNCIONARIA ALEGA QUE FUE DESPEDIDA. EN ESTE CASO SE COMPRUEBA QUE NO ES CIERTO Y, SE LE CONDENA POR TEMERIDAD

	TRABAJO
	005104-19. NO SE TOMA EN CUENTA AL RECURRENTE PARA FORMAR PARTE DE LA TERNA DE LA PLAZA QUE OCUPA EN FORMA INTERINA EN EL PODER JUDICIAL, POR NO CUMPLIR LOS REQUISITOS PARA LA MISMA. 

	TRABAJO
	005156-19. SE ALEGA IUS VARIANDI ABUSIVO. FUNCIONARIOS TRASLADADO DE SAN JOSÉ A PÉREZ ZELEDÓN. SE DESESTIMA, PUES AL LLENAR SU HOJA DE SERVICIO, ACEPTÓ Y CONSINTIÓ DESEMPEÑARSE EN CUALQUIER PARTE DEL PAÍS; SIN EMBARGO, SE LE DEBE DAR AUDIENCIA PREVIA.   

	TRABAJO
	005295-19. SE CUESTIONA CIRCULAR NO. 04-DG-2019 SOBRE LA REGULACIÓN DE PERMISOS PARA ASUMIR OTRO CARGO EN EL PODER JUDICIAL, DICTADA POR EL DIRECTOR GENERAL DEL OIJ. 

	TRABAJO
	005385-19, 005401-19. SE REITERA EL CRITERIO DE LA SALA CONSTITUCIONAL, SOBRE LOS HORARIOS ESPECIALES A LOS QUE ESTÁN SOMETIDOS LOS MIEMBROS DE LAS DISTINTAS FUERZAS DE POLICÍA, SEGÚN EL ARTÍCULO 58 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. 

	TRABAJO
	005589-19. REGULACIÓN DEL ASPECTO FÍSICO DE LOS TRABAJADORES O FUNCIONARIOS. SE DEBE ANALIZAR EN CADA CASO, PARA DETERMINAR, CUÁNDO UNA DISPOSICIÓN PATRONAL, PODRÍA LESIONAR LOS DERECHOS DEL TRABAJADOR. LÍMITES AL PODER DEL EMPLEADOR PARA QUE NO VULNERE DERECHOS FUNDAMENTALES DEL FUNCIONARIO. CASO DEL FUNCIONARIO DEL SEGURIDAD PÚBLICA SOBRE LA BARBA. 

	TRABAJO
	005737-19. CAMBIO DE PAGO BISEMANAL AL QUINCENAL EN MUNICIPALIDAD DE DESAMPARADOS, COMO PRODUCTO DE LA LEY NO. 9635 Y A PESAR DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA. 

	TRABAJO
	005750-19. SOLICITUD DE TRASLADO DENEGADA, PARA ESTAR CERCA DE SU MADRE, POR SU CONDICIÓN MÉDICA, DEBE VENTILARSE EN VÍA CONTENCIOSA, SEGÚN VOTO 9928-10.

	TRABAJO
	005797-19. TRASLADO POR RAZONES DE SALUD SE LE APRUEBA A PARTIR DEL 2020, LO QUE LA SALA, CONSIDERA DESPROPORCIONADO. 

	TRABAJO 
	005610-19. RENUNCIA A PUESTO Y LUEGO, ENVÍA UN CORREO SOLICITANDO QUE LO DEJEN SIN EFECTO, LO CUAL LE FUE RECHAZADO, PORQUE AL MOMENTO DE LOS HECHOS, CONTABA CON PLENA CAPACIDAD PSÍQUICA. 

	TRANSITO
	004625-19. SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE PURISCAL, EL ARREGLO DE CALLE CONOCIDA COMO MONTEZUMO, EN UN PLAZO DE SEIS MESES, EN DONDE VIVEN ADULTOS MAYORES. 

	TRANSITO
	005611-19. SE ORDENA AL CONAVI, QUE, EN UN PLAZO DE 18 MESES, EJECUTE Y FINALICE LA CONSTRUCCIÓN DEL PUENTE PARA PEATONES QUE COMUNICA DESAMPARADOS CENTRO CON SAN RAFAEL ARRIBA. 


La jurisprudencia constitucional la puede encontrar en web, en la dirección: http://nexuspj.poder-judicial.go.cr/
	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	AMBIENTE
	Descriptor: AMBIENTE. MANUAL PLANES REGULADORES

Expediente: 18-004023-0007-CO
Sentencia: 005065-19 de 20 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Manual de Planes Reguladores como Instrumento de Ordenamiento Territorial. Publicado en al Alcance de la Gaceta No. 21 de 31 de enero de 2018, como acuerdo de la Sección Ordinaria No. 6296, artículo II, inciso 1) de 14 de diciembre de 2017 de la Junta Directiva del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo.
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se dispone continuar con el trámite del presente asunto, y dar curso a esta acción de inconstitucionalidad.


	AMBIENTE
	Descriptor: AMBIENTE. CREACION DEL PARQUE NACIONAL DEL AGUA

Expediente: 18-012900-0007-CO
Sentencia: 005093-19 de 19 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 2 de la Ley No. 7297 de 22 de abril de 1992, mediante la cual, se crea el Parque Nacional del Agua Juan Castro Blanco.
Magistrado Ponente: Lucila Monge Pizarro
Parte dispositiva: Se declara sin lugar la acción. Notifíquese


	CIVIL
	Descriptor: CIVIL. PROCESO DE DISOLUCION Y LIQUIDACION DE SOCIEDADES COMERCIALES DEJO DE EXISTIR EN EL NUEVO CODIGO PROCESAL CIVIL

Expediente: 19-003160-0007-CO
Sentencia: 004030-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Consulta Judicial
Norma impugnada: Artículo 542 del nuevo Código Procesal Civil. Ley No. 9342
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: No ha lugar a evacuar la consulta


	CIVIL
	Descriptor: CIVIL. POSIBILIDAD DE APELAR RECHAZO DE PRUEBAS ANTE EL TRIBUNAL DE APELACIONES.

Expediente: 19-004893-0007-CO
Sentencia: 005559-19 de 27 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Consulta Judicial
Norma impugnada: Artículos 102.3.9 y 67.3 del nuevo Código Procesal Civil de 2016.
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: No ha lugar a evacuar la consulta


	CIVIL
	Descriptor: CIVIL. SOLICITUD DE ADMINISTRACION POR INTERVENCION JUDICIAL

Expediente: 19-003171-0007-CO
Sentencia: 004031-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 715 del Código Procesal Civil de 1989. Ley No. 7135 de 9/11/1989, reformado por artículo 1 de la Ley No. 7643 de 17/10/1996. (no fue derogado por el nuevo CPC)
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción.


	COOPERACION
	Descriptor: MEMORANDUM DE ENTENDIMIENTO DE COOPERACION TECNICA CON INDIA

Expediente: 19-003248-0007-CO
Sentencia: 004034-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Consulta Legislativa Preceptiva
Norma impugnada: Aprobación de Memorándum de Entendimiento entre la República de Costa Rica y la República de la India, sobre cooperación técnica. Expediente Legislativo No. 20.184
Magistrado Ponente: Paul Rueda Leal
Parte dispositiva: Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que, con motivo del trámite del proyecto de ley denominado "Aprobación del Memorándum de Entendimiento entre la República de Costa Rica y la República de la India sobre Cooperación Técnica”, expediente legislativo Nº 20.184, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Comuníquese.


	EDUCACION
	Descriptor: EDUCACION. SE HABILITA AL MEP, IMPLEMENAR ACCIONES PARA GARANTIZAR EL DERECHO A LA EDUCACION, EN CASO DE FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO

Expediente: 19-003535-0007-CO
Sentencia: 004038-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 44 bis del decreto ejecutivo No. 41357 de 17-10-2018. Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes del Ministerio de Educación Pública.
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción.


	FAMILIA
	Descriptor: FAMILIA. SE ESTABLECE QUE EL HOMBRE ES EL PRINCIPAL PROVEEDOR DE LOS GASTOS DE LA FAMILIA.

Expediente: 19-003789-0007-CO
Sentencia: 005084-19 de 22 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 35 del Código de Familia
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción. - Los Magistrados Rueda Leal, Monge Pizarro y Esquivel Rodríguez, salvan el voto y ordenan efectuar la prevención del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Adicionalmente, el Magistrado Rueda Leal pone nota.


	PENAL
	Descriptor: PENAL. JUECES DIFERENTES DE LOS QUE ESTUVIERON EN LA AUDIENCIA PUEDEN RESOLVER APELACION.

Expediente: 19-001633-0007-CO
Sentencia: 004008-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Interpretación jurisprudencial de los Tribunales Penales de Apelación de Sentencia, sobre el artículo 463 en relación con el artículo 465 del Código Procesal Penal. 
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se rechaza de plano de acción. 


	PENAL
	Descriptor: PENAL. DOBLE CONFORMIDAD. 

Expediente: 19-002917-0007-CO
Sentencia: 004021-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 466 bis del Código Procesal Penal
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Castillo Víquez da razones adicionales. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y ordena cursar la acción.


	PENSIONES
	Descriptor: PENSIONES. REFORMA AL REGIMEN DE PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Expediente: 19-001720-0007-CO
Sentencia: 005517-19 de 27 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Reforma al régimen de pensiones del Poder Judicial. Ley No. 9544 de 24 de abril de 2018
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Acumúlese esta acción a la que en el expediente No. 18-007819-0007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma. 


	PENSIONES
	Descriptor: PENSIONES. CONTRIBUCIÓN ESPECIAL DE LOS REGÍMENES DE PENSIONES

Expediente: 17-015584-0007-CO
Sentencia: 018324-17 de 14 de noviembre de 2017
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 3 de la Ley No. 9383 del 18/07/2016
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro
Parte dispositiva: Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo el expediente No.17-01676-0007-CO, se tramita ante esta Sala.


	PROPIEDAD
	Descriptor: PROPIEDAD. PROCEDIMIENTO DE EXPROPIACION

Expediente: 18-016832-0007-CO
Sentencia: 004002-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Reforma a la Ley de Expropiaciones No. 7495 de 03 de mayo de 1995, realizada por Leyes 9286 de 11/11/2014 y 9462 de 11/07/2017
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: No ha lugar a la gestión interpuesta.


	SEGURIDAD SOCIAL
	Descriptor: SEGURIDAD SOCIAL. DIFERENCIA EN EL PAGO DE SEGURO ENTRE TRABAJADORES ASALARIADOS E INDEPENDIENTES.

Expediente: 19-000320-0007-CO
Sentencia: 005070-19 de 20 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 3 párrafo segundo de la Ley Constitutiva de la CCSS y los artículos 1 y 2 del Reglamento para la Afiliación de los Trabajadores Independientes de la CCSS
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: No ha lugar a la gestión formulada.


	SEGURIDAD SOCIAL
	Descriptor: SEGURIDAD SOCIAL. NO SE PAGA SUBSIDIO A LAS PERSONAS QUE PAGAN SEGURO INDEPENDIENTE EN CASO DE INCAPACIDAD

Expediente: 19-003022-0007-CO
Sentencia: 004026-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículo 44 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Modificado en sesión de Junta Directiva No. 8712 de 24/04/2014 
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: Se rechaza de plano la acción.


	TRABAJO
	Descriptor: TRABAJO. CONVENCION COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA

Expediente: 12-003783-0007-CO
Sentencia: 004041-19 de 08 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículos 7 inc h), 14 inc b), c) y d) y 15 inc a) de la V Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Montes de Oca; así como, los artículos 38 y 39 del Reglamento Normas aplicación de la Carrera Profesional de dicho municipio y 34 del Reglamento Autónomo.
Magistrado Ponente: Marta Eugenia Esquivel Rodríguez
Parte dispositiva: No ha lugar a la gestión formulada. 


	TRABAJO
	Descriptor: TRABAJO. CONVENCION COLECTIVA DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCION

Expediente: 17-004919-0007-CO
Sentencia: 004039-19 de 06 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Acción de inconstitucionalidad
Norma impugnada: Artículos 16, 19, 36, 44, 45, 46, 64, 65, 80, 86, 88 y 89 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción.
Magistrado Ponente: Paul Rueda Leal

Parte dispositiva: Se declara parcialmente con lugar la acción. Por unanimidad se declaran inconstitucionales los artículos 19 inciso a), 65, 80 y 86 de la Cuarta Modificación a la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción y en consecuencia se anulan; además, por mayoría se declara inconstitucional el artículo 16 inciso ch) de la Cuarta Modificación a la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción y en consecuencia también se anula. Por mayoría se interpretan conforme al derecho de la Constitución las siguientes normas de la citada Convención: el artículo 16 inciso b) en el sentido que el permiso con goce de salario a favor del Secretario General Adjunto se dará para sustituir al Secretario General en sus ausencias; el artículo 44 inciso d) en el sentido que la norma es constitucional siempre y cuando, en relación con el plazo y los requisitos, la licencia sea conforme con la normativa de la Caja Costarricense de Seguro Social; los incisos b) y c) del artículo 89 en el sentido que debe tratarse de viviendas populares. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En cuanto a las demás normas impugnadas se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Esquivel Rodríguez salvan el voto con respecto al artículo 16 inciso b) y lo declaran inconstitucional. Los Magistrados Cruz Castro, Salazar Alvarado y Picado Brenes salvan el voto en cuanto al artículo 16 inciso ch) y lo declaran constitucional. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Esquivel Rodríguez salvan el voto con respecto al artículo 36, eliminan la palabra "automáticamente" de él, e interpretan esa norma en el sentido que no podrá otorgarse la anualidad dispuesta en ella sin que antes se establezca un sistema de evaluación del desempeño; los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Esquivel Rodríguez agregan notas separadas. El Magistrado Rueda Leal salva el voto respecto del artículo 44 inciso d) y lo declara inconstitucional. Los Magistrados Rueda Leal y Picado Brenes salvan el voto con respecto al artículo 64 y lo declaran inconstitucional. El Magistrado Rueda Leal salva el voto con respecto al artículo 88 inciso c) y elimina las frases "por cualquier causa,", "o sin" y "o renuncia" con la advertencia de que interpreta conforme a la Constitución que el trabajador puede retirar sus aportes y los rendimientos proporcionales a ellos en cualquier caso de conclusión de la relación laboral. Los Magistrados Rueda Leal y Picado Brenes salvan el voto con respecto al artículo 89 incisos b) y c) y los declaran inconstitucionales. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Consejo Nacional de Producción y el Sindicato de Empleados del Consejo Nacional de Producción y Afines. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, el accionante y las partes apersonadas en el proceso.



	TRABAJO
	Descriptor: TRABAJO. CONVENCION COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE TURRIALBA

Expediente: 19-003364-0007-CO
Sentencia: 005533-19 de 27 de marzo de 2019
Tipo de asunto: Consulta Judicial
Norma impugnada: Artículos 44, 53, 55, 58, 59 y 67 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Turrialba.
Magistrado Ponente: Fernando Castillo Víquez
Parte dispositiva: No ha lugar a evacuar la consulta formulada.



	· Estadística mensual de asuntos ingresados




ESTADÍSTICA DE ASUNTOS INGRESADOS A LA SALA CONSTITUCIONAL MES DE MARZO  2019
 
 

 

Cuadro N°1: Presenta la totalidad de los expedientes ingresados. Se debe aclarar que, en la Sala Constitucional, no hay un consecutivo de expedientes, pues muchos de ellos, son asuntos que se arman repetidos, que se hace un salto en el sistema o bien que se presentan mal. Razón por la cual, son eliminados del sistema. No obstante, para un mayor control, se llevan los asuntos que ingresan en su totalidad, haciendo las diferencias respectivas.

	 
INGRESADOS POR NUMERO DE EXPEDIENTE

	 

	 Por Tipo de Asunto
	 

	
	 

	Recursos de Amparo
	1875

	Hábeas Corpus
	83

	Acciones de Inconstitucionalidad
	09

	Consultas Legislativas
	01

	Consultas Judiciales
	01

	Conflictos de Competencia
	00

	Otros (Saltos, repetidos, etc)
	52

	TOTAL
	2021


Cuadro N°2 y 3: Presenta información general que se registra de cada uno de los asuntos de garantía (amparos y hábeas corpus) que ingresan a la Sala Constitucional, a fin de determinar los porcentajes de personas que recurren, bajo ciertas circunstancias, como: 

· En representación de una persona jurídica

· Con abogado

· Por género

· O bien, los asuntos que ingresan en horas hábiles y cuantos en horas no hábiles. 

	 
	DATOS GENERALES DE ASUNTOS DE GARANTÍA 
	 

	 
	NUMERO 
	PORCENTAJE

	ASUNTOS DE GARANTÍA
	1959
	100%

	Personas Jurídicas que recurrieron
	
	

	
	74
	3.77%

	Personas que recurrieron con abogado
	
	

	
	286
	14.59%


	 
	RECURRENTES POR GENERO
	 

	 
	
	 

	 
	NUMERO
	PORCENTAJE

	Hombres
	1092
	55.74%

	Mujeres
	765
	39.05%

	Ambos
	60
	3.06%

	Menor
	42
	2.14%

	Asuntos que ingresan en turno (horas no hábiles)
	251
	12.81%

	Asuntos que ingresan en Ordinario (horas  hábiles)
	1708
	87.18%


Cuadro N°4: Este cuadro registra las áreas involucradas del Estado que se encuentran recurridas en la Sala, a partir de los asuntos de garantía que ingresaron durante el mes de Marzo 2019.

	ÁREA INVOLUCRADA DEL ESTADO
	NUMERO
	PORCENTAJE

	CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
	672
	34.30%

	PODER EJECUTIVO
	616
	31.44%

	PODER JUDICIAL
	184
	9.39%

	AUTÓNOMAS
	182
	9.29%

	MUNICIPALIDAD
	131
	6.68%

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	93
	4.74%

	TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES
	31
	1.58%

	VARIOS (Se cuestiona instituciones de diferentes áreas del estado)
	27
	1.37%

	COLEGIOS PROFESIONALES
	10
	0.51%

	PODER LEGISLATIVO
	6
	0.30%

	No indica
	1
	0.05%

	CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	1
	0.05%

	PROCURADURÍA
	0
	0%


	· Estadística mensual por tema (Asuntos votados)




Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados en MARZO 2019. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2019 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA



	 
	 

	Asuntos Votados Sala Constitucional
	

	2019
	

	 
	

	 
	 

	Por Tipo de Asunto
	 

	 
	 

	Recursos de Amparo
	2257

	Hábeas Corpus
	113

	Acciones de Inconstitucionalidad
	14

	Consultas Judiciales
	02

	Consultas Legislativas
	01

	Conflictos de Competencia
	00

	Total
	2387


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus.
	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2018

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA

Asuntos Votados Sala Constitucional
 Total
2019
 
Con Lugar
698

Rechazo de Plano
729

Sin Lugar
545

Otras resoluciones
208

Con Lugar Parcial
117

Rechazo por el Fondo
73

Total
2370




Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje 2162 casos

	TEMA
	CANTIDAD
	PORCENTAJE

	AMBIENTE 
	23
	1,06%

	AMPARO CONTRA NORMA
	5
	0,23%

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	1
	0,05%

	ASOCIACION
	10
	0,46%

	BANCARIO
	26
	1,20%

	COLEGIOS PROFESIONALES
	4
	0,19%

	COMERCIO 
	15
	0,69%

	CONTRATOS O LICITACIONES
	11
	0,51%

	EDUCACION 
	108
	5%

	ELECTORAL
	13
	0,60%

	FAMILIA
	13
	0,60%

	INFORMACION 
	22
	1,02%

	INTIMIDAD
	17
	0,79%

	LIBERTAD DE EXPRESION Y PRENSA
	3
	0,14%

	MIGRACION
	7
	0,32%

	MINORIAS 
	27
	1,25%

	MUNICIPALIDAD 
	62
	2,87%

	NOTARIADO
	3
	0,14%

	PENAL 
	76
	3,52%

	PENITENCIARIO
	134
	6,20%

	PENSION 
	104
	4,81%

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	29
	1,34%

	PETICION 
	165
	7,63%

	PODER EJECUTIVO
	38
	1,76%

	PODER JUDICIAL
	42
	1,94%

	PRONTA RESOLUCION 
	136
	6,29%

	PROPIEDAD 
	43
	1,99%

	SALUD 
	631
	29,19%

	SEGURIDAD SOCIAL
	24
	1,11%

	SEGUROS 
	10
	0,46%

	SERVICIOS PUBLICOS
	70
	3,24%

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	27
	1,25%

	TRABAJO 
	230
	10,64%

	TRANSITO 
	31
	1,43%

	TRIBUTARIO
	2
	0,09%


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o razones diferentes: 836

 [La estadística anual por temas podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

ACTUALIZACIÓN MARZO  2019
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
ARTICULO 2 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…En relación con lo anterior, también ha manifestado este Tribunal que las personas extranjeras están sometidas a las normas jurídicas del país y que, en ejercicio de la soberanía del Estado, debe regularse el ingreso y permanencia de éstas, disponiendo los casos en los cuales deben ser rechazadas, deportadas o expulsadas del territorio nacional…” Sentencia 16974-18
"...Al respecto, debe considerarse que el sustento jurídico-constitucional del régimen democrático lo constituye la soberanía popular, en los términos reseñados en el artículo 2 constitucional, toda vez que "la soberanía reside exclusivamente en la Nación", esto es, el conjunto de ciudadanos –población- que conforman un Estado, y que es uno de los elementos integrantes del mismo (junto con el territorio y la forma de gobierno). De manera, que dada la imposibilidad de que la totalidad de los ciudadanos puedan gobernar –fenómeno denominado como "democracia directa", y que se desarrolló en la antigua Grecia en la Ciudad-Estado-, es que se ha definido la "democracia representativa", que como su nombre lo indica, implica la elección de representantes para el ejercicio del poder, a fin de hacer efectiva la participación del pueblo (ciudadanía) a través de sus representantes, elegidos mediante métodos de amplia participación popular. Por ello, la Carta Fundamental califica al Gobierno de la República de "representativo" (artículo 9), y en el artículo 105 de la Carta Fundamental, la ciudadanía delega en los diputados su soberanía para legislar..." Sentencia 3475-03 

ARTICULO 4 DE LA CONSTITUCION POLITICA

"...es claro que el llamado proceso de concertación nacional es un foro de discusión, cuyos acuerdos podrán ser tomados por la Asamblea Legislativa para justificar sus decisiones mediante los procedimientos legales, pero es ésta y no el primero quien mantiene la representación del pueblo -por delegación- en cuanto a la potestad de legislar. En todo caso, tal y como se ha citado, no existe la colisión constitucional que se acusa, pues los acuerdos emanados de dicho foro, solo significan meras recomendaciones surgidas de los diferentes sectores de la sociedad nacional allí representados, para que el Poder Legislativo los considere, pues es esta instancia la que tiene la última palabra..." Sentencia 8415-98
ARTICULO 5 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…se estima, que además de necesaria constitucionalmente, es conveniente la exigencia de la aprobación legislativa en este tipo de contratos (concesión sobre islas e islotes), en tanto actúa a modo de control político respecto de un "bien de la Nación" de fundamental importancia, al estar ubicado en el mar territorial, sobre el que el Estado ejerce su soberanía, en forma completa y exclusiva, siempre y cuando se trate de supuestos especiales. Así las cosas, la autorización legislativa solo se requiere para concesiones turísticas cuando se trate de la explotación de parte o toda una isla o islote para ese fin. No así en los demás casos, como ocurre en los supuestos de los pobladores de las islas, donde en estos casos únicamente se exige la concesión por el uso del área de la isla –área restringida-, mas no la legislativa..." Sentencia 10158-13 
ARTICULO 21 DE LA CONSTITUCION POLITICA

"...es conveniente indicar que el suministro de agua potable constituye un servicio público esencial y oneroso. La jurisprudencia de la Sala, en materia de suministro de agua potable, se ha dirigido fundamentalmente a la protección del derecho a la vida y a la salud de las personas físicas. Esos derechos implican la posibilidad de exigir del Estado ciertas prestaciones, ámbito en el cual el Estado se ve obligado a proporcionar algunos servicios públicos, sobre todo los que resultan esenciales para mantener condiciones sanitarias favorables a la preservación de la vida y la salud de las personas..." Sentencia 005626-19
"...el derecho a la alimentación y a la seguridad alimentaria son derechos fundamentales que el Estado debe garantizar asumiendo políticas que los refuercen, adoptando los principios de universalidad e igualdad para lograr la satisfacción de este derecho elemental para la vida..." Sentencia 004046-19
ARTICULO 22 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“En reiteradas resoluciones esta Sala se ha referido, ampliamente, a los derechos fundamentales de los privados de libertad. Ha sido conteste en indicar que para las personas contra las que se ha dictado una sentencia condenatoria de prisión, la pérdida de la libertad ambulatoria consagrada en el artículo 22 de la Carta Magna es la principal consecuencia, pero conservan todos los demás derechos y garantías contenidos en nuestra Constitución e instrumentos de derechos humanos, que no hayan sido afectados por el fallo jurisdiccional, incluidos, por ejemplo, el derecho a la información y comunicación, a la salud, a la libertad de religión, a la igualdad de trato y no discriminación, al sufragio, al trabajo, a la educación, a la libertad de expresión y pensamiento, etc. Lo anterior, en razón que por su sola condición de seres humanos conservan los derechos inherentes a su naturaleza, con la salvedad de la restricción a su libertad de tránsito que se da como consecuencia que el condenado infringió, ciertas normas sociales de convivencia, a las que el legislador les ha dado el rango de delito” Sentencia 3720-19
"... En cuanto a este supuesto, se debe recordar el objeto de la restricción migratoria impuesta en el artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias, sea asegurar la manutención de la persona acreedora alimentaria durante la ausencia de quien está obligado a proveerle los recursos económicos al efecto, dada la dificultad de recurrir de manera expedita a otros mecanismos legales como el apremio corporal mientras este se encuentra fuera del país. Ahora bien, en el caso expuesto por el accionante, el objetivo de esa restricción migratoria se mantiene y justifica, pues el hecho de que la persona obligada alimentaria salga del territorio nacional acompañada por quienes se benefician de la pensión, no garantiza que este regresará al país con ellos para cumplir con sus responsabilidades alimentarias, lo que hace necesario que este rinda la caución  definida en la norma impugnada a fin de resguardar los derechos de los acreedores alimentarios. Además, no lleva razón el accionante en cuanto a que las necesidades de las personas beneficiarias de una pensión alimentaria son inherentes a su presencia física en el país, pues es un hecho notorio que, pese a que salgan del país por algún periodo, existen gastos que se realizan en su beneficio en el país de residencia que no cesan, tales como la conservación de su vivienda, mensualidades de los centros educativos y otros. Por ende, dada la especialidad de la materia alimentaria y que la garantía requerida para levantar la restricción migratoria sirve para proteger a las personas beneficiarias y asegurar la provisión de sus alimentos, necesarios para el disfrute de otros derechos fundamentales, no resulta inconstitucional el artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias..." Sentencia 20800-18

“En reiteradas resoluciones esta Sala se ha referido, ampliamente, a los derechos fundamentales de los privados de libertad. Ha sido conteste en indicar que para las personas contra las que se ha dictado una sentencia condenatoria de prisión, la pérdida de la libertad ambulatoria consagrada en el artículo 22 de la Carta Magna es la principal consecuencia, pero conservan todos los demás derechos y garantías contenidos en nuestra Constitución e instrumentos de derechos humanos, que no hayan sido afectados por el fallo jurisdiccional, incluidos, por ejemplo, el derecho a la información y comunicación, a la salud, a la libertad de religión, a la igualdad de trato y no discriminación, al sufragio, al trabajo, a la educación, a la libertad de expresión y pensamiento, etc. Lo anterior, en razón que por su sola condición de seres humanos conservan los derechos inherentes a su naturaleza, con la salvedad de la restricción a su libertad de tránsito que se da como consecuencia que el condenado infringió, ciertas normas sociales de convivencia, a las que el legislador les ha dado el rango de delito” Sentencia 279-13
ARTICULO 24 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…La determinación de cuál información que detentan el ICE y sus subsidiarias está cubierta por la confidencialidad, el secreto industrial, comercial o económica, habrá de determinarla este Tribunal Constitucional caso por caso, como necesariamente resulta de un ejercicio responsable de la función jurisdiccional, de manera que habrá casos o situaciones en que el Tribunal estime que la información se encuentra cobijada por la excepción del artículo 35 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades del Sector Telecomunicaciones -que tiene asidero en el numeral 24 de la Constitución y la doctrina que lo informa- y otras en que no, sin que se trate de inconsistencias o líneas jurisprudenciales contradictorias. En esta materia resulta imposible y judicialmente irresponsable establecer reglas rígidas y absolutas que se aparten del casuismo del caso concreto que es juzgado…” Sentencia 04132-19

“…SOBRE EL PRINCIPIO DE RESERVA LEGAL. Por último, atendiendo a la jurisprudencia citada en esta sentencia, se reitera que el uso de los datos personales de los ciudadanos que tenga y archive, clasifique, utilice y almacene, en este caso el Ministerio Público, como parte de las funciones de investigación y prosecución de los delitos que por mandato legal atiende, han de circunscribirse al derecho a la intimidad consagrado en el artículo 24, de la Constitución Política en relación con el Principio de Sujeción al fin, lo que hace que únicamente pueden tramitarse los datos personales, conservarlos y usarlos con apego al fin para que fueran recopilados, y podrá válidamente restringir este derecho poniendo la información personal al alcance de otros únicamente bajo los supuestos justificados que se impongan en la ley, como podría ser por normas de cooperación entre órganos cuya función es prevenir, perseguir y sancionar los delitos o de crimen organizado. Así, en el caso que se somete a conocimiento de esta Sala, al no existir una norma de rango legal que justifique la puesta a disposición de terceros del contenido de la información recabada en las labores de investigación y persecución criminales en poder del Ministerio Público, ésta no puede ser revelada automáticamente y sin autorización legal, sin comprometer la dignidad, la intimidad y libre desarrollo de la personalidad, celosamente protegidos a través de la jurisprudencia de esta Sala. (vid. sentencia N° 2011006431de las ocho horas y cincuenta y ocho minutos del veinte de mayo del dos mil once)…” Sentencia 6031-16
"...En su jurisprudencia, este Tribunal ha consignado una línea jurisprudencial robusta y celosa de la protección del derecho de imagen y de intimidad de los menores de edad sometidos a un proceso penal (véase lo dispuesto en sentencias números 2017-01235, 2004-011154, 2001-09250, 9921-09 de las 13:53 horas del 19 de junio de 2009), se indicó que, tratándose de menores de edad sometidos a un proceso penal esa protección se vuelve más intensa, y el Estado debe encargarse de velar por un resguardo absoluto de la imagen del menor que está siendo enjuiciado por supuestos actos delictivos. Lo anterior en virtud de diversos compromisos que ha adquirido el país a nivel internacional, así como de distintas leyes aprobadas para proteger a esta población especialmente vulnerable, en este sentido las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (“Reglas de Beijing”), adoptadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 40/33, de 28 de noviembre de 1985..." Sentencia 01208-19

"...en aplicación del derecho a la intimidad que tiene el recurrente, así como la protección del secreto bancario que él, como cliente, debe tener, la Sala estima que la autoridad recurrida tampoco debió poder acceder a la cuenta bancaria que el amparado tenía a su nombre, independientemente de que fuera empleado del banco o no, pues ello conllevaría a enterarse de información bancaria sensible sin consentimiento del titular. En esa esfera, el tutelado tenía los mismos derechos y protecciones que cualquier otro cliente y ciudadano, pese a que en su contra se tramitaba un procedimiento disciplinario, de manera que resulta insostenible para esta Sala que el banco accionado haya accedido a la cuenta bancaria del promovente sin su consentimiento, para fines de investigación disciplinaria. Si la autoridad accionada requería dicha información bancaria, debió haber agotado la vías legales y procesales correspondientes para obtenerla, que son justamente los canales que el ordenamiento jurídico prevé para que el derecho a la intimidad se vea resguardado..." Sentencia 002546-19 

"...la colocación de cámaras de seguridad se considera apropiada en tanto se ubiquen en lugares visibles y de uso común, en donde la intimidad de las personas no se vea comprometida y se destine su uso con fines de seguridad y vigilancia de las personas y de bienes institucionales, sin que se requiera el consentimiento de los usuarios o administrados para su instalación y operación..." Sentencia 003958-19
ARTICULO 29 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…En este caso la Sala, sostiene que el derecho a la intimidad perdió relevancia cuando las razones para fundar la persecución penal fueron confirmadas por una resolución judicial, que avanzó hasta el dictado de la sentencia, y con la lectura de la parte dispositiva, dicha información se tornó en un acontecimiento de interés público y el derecho a difundir y recibir la información adquirió relevancia constitucional. De manera que, en estas circunstancias, la defensa de los imputados no podría invocar el derecho a la vida privada o el derecho a la imagen, como ocurre en el presente caso, después de la lectura de la parte resolutiva de la sentencia. En virtud de lo anteriormente indicado, la captación de las imágenes está ligada a la forma de difundir la noticia por los medios de comunicación social, y aún, cuando la Sala ha establecido, en reiteradas oportunidades, que a los privados de libertad se les debe respetar otros derechos fundamentales, el derecho a la imagen, en el caso del dictado de la sentencia –aún sin que esté firme- no vulnera su reputación, con fundamento en las determinaciones que hizo el tribunal sentenciador, el cual es un hecho noticioso. Pero, por otra parte, si posteriormente hay resultados favorables a los encausados en futuras instancias judiciales, cedería aquel derecho a la libertad de prensa y la libertad de expresión frente al derecho a la intimidad y su reputación, toda vez que, si eventualmente se lograra demostrar la inocencia y se lograra revertir un pronunciamiento condenatorio con futuras actuaciones judiciales, esa información exigiría su difusión, porque debe imperar, en todo momento, aquella veracidad procesal…” Sentencia 004557-19
"...La Sala ha reconocido que es tan importante esta libertad, que efectivamente goza de especiales protecciones en aras de su correcto ejercicio, como la libertad de conciencia, la libertad de prensa y la protección de la fuente, la no censura previa para mencionar algunas, todo en aras de que ejerza la función social que está llamada a cumplir dentro del marco democrático. En el caso de la libertad de prensa, tiene una dimensión social evidente, que es precisamente el derecho de las personas a recibir una información, adecuada y oportuna (no manipulada)..." Sentencia 004051-19

"...La parte del discurso del recurrente, utilizado durante la elección de fiscal fue limitado impidiéndose tanto la libertad de expresión del amparado como el derecho de terceros de informarse y tener acceso a sus opiniones como candidato a fiscal, lo que constituye censura prohibida a tenor de lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución Política. No obstante, lo dicho, observa esta Sala que en el caso hipotético de que la autoridad recurrida no hubiera incurrido en la conducta que se le atribuye; esto es: de no haber eliminado la parte del discurso del tutelado que limitó su libertad de expresión, no se desprende que ello hubiere producido un resultado diferente en la elección del fiscal, en la que participó el tutelado..." Sentencia 004051-19
“…En cuanto a la libertad de expresión, y cómo el derecho a la imagen opera como un límite a dicha libertad, esta Sala ha indicado que, la libertad de expresión debe desarrollarse en armonía con los demás derechos fundamentales, entre los que destaca los derechos a la intimidad y al honor. En esa ponderación debe tomarse en cuenta la peculiar dimensión institucional de la libertad de expresión y la necesidad de que goce de un amplio cauce para el intercambio de ideas y opiniones que afecten a la organización colectiva (véase sentencia número 9/2007 del Tribunal Constitucional de España). De este modo, para establecer si la divulgación de una noticia o imagen deviene contraria al derecho al honor y prestigio, al igual que sus correlativos de intimidad e imagen, deben valorarse aspectos como la relevancia pública de la noticia (ver sentencia número 2008-009485 de las 9:53 horas del 06 de junio del 2008). Propiamente, en cuanto a tales límites a la libertad de expresión, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos indica que se debe examinar si la injerencia a esa libertad está justificada, si es necesaria en una sociedad democrática, si es proporcionada y si los motivos invocados para justificarla eran pertinentes y suficientes. La Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha emitido criterio respecto a las restricciones a la libertad de expresión e información que asiste a los medios colectivos de comunicación…” ..." Sentencia 01208-19

“El tema de la libertad de expresión ha sido abarcado ampliamente por la Sala en otras ocasiones… se hace un desarrollo del contenido, alcances y condición de derecho preferente en cuanto el derecho sea ejercido para cumplir con su función legítima en la democracia. La Sala ha reconocido que es tan importante esta libertad, que efectivamente goza de especiales protecciones en aras de su correcto ejercicio, como la libertad de conciencia, la libertad de prensa y la protección de la fuente, la no censura previa para mencionar algunas, todo en aras de que ejerza la función social que está llamada a cumplir dentro del marco democrático. En el caso de la libertad de prensa, tiene una dimensión social evidente, que es precisamente el derecho de las personas a recibir una información, adecuada y oportuna (no manipulada).” Sentencia 15220-16
“El tema de la libertad de expresión ha sido abarcado ampliamente por la Sala en otras ocasiones… se hace un desarrollo del contenido, alcances y condición de derecho preferente en cuanto el derecho sea ejercido para cumplir con su función legítima en la democracia. La Sala ha reconocido que es tan importante esta libertad, que efectivamente goza de especiales protecciones en aras de su correcto ejercicio, como la libertad de conciencia, la libertad de prensa y la protección de la fuente, la no censura previa para mencionar algunas, todo en aras de que ejerza la función social que está llamada a cumplir dentro del marco democrático. En el caso de la libertad de prensa, tiene una dimensión social evidente, que es precisamente el derecho de las personas a recibir una información, adecuada y oportuna (no manipulada).” Sentencia 5977-06
ARTICULO 30 DE LA CONSTITUCION POLITICA

"...la Administración Pública cuenta con las potestades necesarias para organizar la atención del usuario, manteniendo la continuidad, eficacia y la equidad en la prestación del servicio. De ahí que los despachos administrativos tienen potestad de regular el trámite que debe seguirse para conocer las gestiones que se presentan ante ellos..." Sentencia 004193-19
“…La determinación de cuál información que detentan el ICE y sus subsidiarias está cubierta por la confidencialidad, el secreto industrial, comercial o económica, habrá de determinarla este Tribunal Constitucional caso por caso, como necesariamente resulta de un ejercicio responsable de la función jurisdiccional, de manera que habrá casos o situaciones en que el Tribunal estime que la información se encuentra cobijada por la excepción del artículo 35 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades del Sector Telecomunicaciones -que tiene asidero en el numeral 24 de la Constitución y la doctrina que lo informa- y otras en que no, sin que se trate de inconsistencias o líneas jurisprudenciales contradictorias. En esta materia resulta imposible y judicialmente irresponsable establecer reglas rígidas y absolutas que se aparten del casuismo del caso concreto que es juzgado…” Sentencia 004132-19

"...El derecho de acceso a la información administrativa, garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. No obstante, este derecho no es irrestricto, pues conlleva límites intrínsecos y extrínsecos. A manera de resumen, el límite intrínseco, refiere que el fin del derecho, es la información sobre asuntos de interés público, de modo que, cuando la información no trata sobre ese extremo, el derecho se ve enervado y no se puede acceder. Por su parte, el límite extrínseco, regulado por el artículo 24, de la Constitución Política, garantiza a todas las personas, una esfera de intimidad intangible para el resto de los sujetos de derecho. Por eso, aquellos datos considerados íntimos, sensibles o nominativos, que un ente u órgano público haya recolectado, procesado y almacenado, no pueden ser accedidos por ninguna persona, pues supone una intromisión o injerencia externa e inconstitucional..." Sentencia 004082-19
"...considera esta Sala que la administración tiene la obligación de estampar el sello de recibido en los documentos que sean presentados por los administrados para una gestión ante la administración…" Sentencia 004067-19
ARTICULO 32 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…Se debe de entender que Costa Rica, a tenor de lo dispuesto tanto en el artículo 32, de la Constitución Política, que señala que "Ningún costarricense podrá ser compelido a abandonar el territorio nacional", como en el artículo 3°, inciso a), de la Ley de Extradición, que indica: "No se ofrecerá ni concederá la extradición: a) Cuando al cometer el hecho punible el reclamado fuera costarricense por nacimiento o por naturalización tiene la prohibición absoluta de expulsar o extraditar a cualquier nacional…” Sentencia 016943-18
ARTICULO 33 DE LA CONSTITUCION POLITICA

"...la comunicación de una persona recluida con sus familiares, a través de medios idóneos y eficientes es, justamente, un aspecto que se encuentra en el núcleo central del derecho a la comunicación. Por tal razón, el derecho a la comunicación de los reclusos con el mundo exterior, y en particular con sus familiares, está ligado a la protección constitucional de la integridad de la familia, de la intimidad familiar y de la inviolabilidad de las comunicaciones. Si bien puede ser materia de regulaciones debidamente justificadas de forma proporcional y razonable, según los objetivos y necesidades de los centros penales, como, por ejemplo, para conservar la disciplina, el orden, la seguridad y la convivencia y establecer horarios y modalidades, la comunicación del recluso con el mundo exterior no puede restringirse completamente, ni verse limitada por factores económicos. Ante la situación denunciada, es decir, que ya no es factible el sistema de llamada internacional de cobro revertido, el Estado tiene el deber de implementar otro tipo de metodología, que no sea vea limitada solamente al uso de las tarjetas telefónicas pre pagas, pues no todo privado de libertad puede tener los medios económicos suficientes para adquirirla. Es menester tener presente, que las tecnologías de comunicación han variado enormemente en los últimos años y el Estado debe adaptarse y responder a las necesidades y oportunidades que ello representa. Así las cosas, el avance e ingreso de nueva tecnología, en particular las llamadas mediante internet, por ejemplo, como medio para comunicarse con el exterior, tanto a nivel nacional como internacional, resulta una opción más para los centros de atención institucional y que garantiza el derecho fundamental a la comunicación de los privados de libertad..." Sentencia 004943-19
“…–proporcionalidad matemática y proporcionalidad representativa- para valorar el caso bajo estudio, se aprecia que de la totalidad de miembros de la Asamblea Legislativa –cincuenta y siete diputados- (cincuenta y siete diputados), 20 son mujeres debidamente electas, lo que equivale a un treinta y cinco por ciento del total de curules, siendo así que esa representación debería reflejarse en la conformación de las Comisiones Permanentes Ordinarias de Asuntos Jurídicos y de Asuntos Hacendarios del período 2015- 2016, si bien no estrictamente bajo un criterio matemático, al menos sí bajo un criterio de proporcionalidad representativa. Sin embargo, ello no es así, pues la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos se encuentra integrada en su totalidad por varones, con ninguna representación de las mujeres que integran la Asamblea Legislativa. Por su parte, en la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios –que se conforma por 11 diputados-, se designó a 2 señoras Diputadas, de donde resulta que la integran 9 varones y 2 mujeres. Así, se advierte fácilmente que tales integraciones distan de respetar el criterio de representación proporcional, y, por ende, no satisfacen plenamente los principios de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad en los términos aquí señalados…” Sentencia 017216-18 

ARTICULO 34 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…Los conceptos de ‘derecho adquirido’ y ‘situación jurídica consolidada’ aparecen estrechamente relacionados en la doctrina constitucionalista. Es dable afirmar que, en términos generales, el primero denota a aquella circunstancia consumada en la que una cosa -material o inmaterial, trátese de un bien previamente ajeno o de un derecho antes inexistente- ha ingresado en (o incidido sobre) la esfera patrimonial de la persona, de manera que ésta experimenta una ventaja o beneficio constatable. Por su parte, la ‘situación jurídica consolidada’ representa no tanto un plus patrimonial, sino un estado de cosas definido plenamente en cuanto a sus características jurídicas y a sus efectos, aun cuando éstos no se hayan extinguido aún. Lo relevante en cuanto a la situación jurídica consolidada, precisamente, no es que esos efectos todavía perduren o no, sino que -por virtud de mandato legal o de una sentencia que así lo haya declarado- haya surgido ya a la vida jurídica una regla, clara y definida, que conecta a un presupuesto fáctico (hecho condicionante) con una consecuencia dada (efecto condicionado). Desde esta óptica, la situación de la persona viene dada por una proposición lógica del tipo ‘si..., entonces...’; vale decir: si se ha dado el hecho condicionante, entonces la ‘situación jurídica consolidada’ implica que, necesariamente, deberá darse también el efecto condicionado. En ambos casos (derecho adquirido o situación jurídica consolidada), el ordenamiento protege -tornándola intangible- la situación de quien obtuvo el derecho o disfruta de la situación, por razones de equidad y de certeza jurídica. En este caso, la garantía constitucional de la irretroactividad de la ley se traduce en la certidumbre de que un cambio en el ordenamiento no puede tener la consecuencia de sustraer el bien o el derecho ya adquirido del patrimonio de la persona, o de provocar que, si se había dado el presupuesto fáctico con anterioridad a la reforma legal, ya no surja la consecuencia (provechosa, se entiende) que el interesado esperaba de la situación jurídica consolidada. Ahora bien, específicamente en punto a ésta última, se ha entendido también que nadie tiene un ‘derecho a la inmutabilidad del ordenamiento’, es decir, a que las reglas nunca cambien. Por eso, el precepto constitucional no consiste en que, una vez nacida a la vida jurídica, la regla que conecta el hecho con el efecto no pueda ser modificada o incluso suprimida por una norma posterior; lo que significa es que —como se explicó— si se ha producido el supuesto condicionante, una reforma legal que cambie o elimine la regla no podrá tener la virtud de impedir que surja el efecto condicionado que se esperaba bajo el imperio de la norma anterior. Esto es así porque, se dijo, lo relevante es que el estado de cosas de que gozaba la persona ya estaba definido en cuanto a sus elementos y a sus efectos, aunque éstos todavía se estén produciendo o, incluso, no hayan comenzado a producirse. De este modo, a lo que la persona tiene derecho es a la consecuencia, no a la regla.’ (El resaltado y subrayado no es del original) …” Sentencia 2331-19
ARTICULO 39 DE LA CONSTITUCION POLITICA

"...el principio de inviolabilidad de la defensa tiene gran importancia también la garantía de la defensa técnica del imputado, como forma de equilibrar su posición frente al Ministerio Público. Constituye uno de los derechos esenciales del imputado desde el primer momento de la persecución penal y hasta el fin de la ejecución de sentencia, e implica contar con la asistencia técnica de un abogado defensor, escogido por él mismo o en su defecto, por un defensor público asignado por el Estado. En efecto, el derecho de asistencia técnica letrada constituye uno de los elementos integradores del derecho de defensa de los imputados, pues el defensor es el responsable de velar por el cumplimiento de todas las garantías previstas en el ordenamiento, en beneficio del imputado..." Sentencia 004381-19
“…SOBRE EL DERECHO DE DEFENSA TÉCNICA: Del Derecho de la Constitución se deriva el derecho de todo imputado a que se le garantice, de forma efectiva, el ejercicio de la defensa técnica desde el primer acto del proceso penal. La Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce, en su artículo 8.2 d), que toda persona inculpada de un delito tiene derecho, durante el proceso, a defenderse personalmente o a ser asistido por un defensor de su elección y a comunicarse libre y privadamente con su defensor. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos reconoce en su artículo 14.3 b) que, durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho a disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección…” Sentencia 004080-19
ARTICULO 45 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…De conformidad con el artículo 45 de la Constitución Política, a nadie se le puede despojar de su propiedad privada si no es por interés público legalmente comprobado y previa indemnización conforme a la ley. Esto quiere decir que el Estado tiene la potestad de privar a una persona de su propiedad por razones de interés público, siempre que medie una indemnización, la cual debe ser previa y justa. Ahora bien, el texto constitucional, no indica cuál es el procedimiento o proceso para llevar a cabo esa expropiación, y dejó a discrecionalidad del legislador la configuración del procedimiento. Así, se promulgó la Ley de Expropiaciones, como marco general.  El proceso de expropiación está formado por dos fases. La primera se realiza en sede administrativa. Visto el interés de la Administración en un bien inmueble determinado, esta hace una declaratoria del interés público que contiene la justificación de la necesidad de utilizar el bien. Ese interés del Estado se notifica al propietario de ese inmueble y se publica en La Gaceta. Posteriormente, se nombran peritos competentes para efectuar el avalúo y determinar el precio del inmueble. El avalúo es, básicamente, la oferta que el Estado hace al propietario, en relación con el bien inmueble objeto de interés. Si el precio establecido en el avalúo es aceptado por el propietario, la Notaría del Estado confecciona un contrato similar al de compra venta, se firma el traspaso del inmueble a favor del Estado y se paga el precio dispuesto administrado, como indemnización. Si el propietario considera que existe un vicio en el procedimiento de expropiación o no está de acuerdo con la declaratoria de interés público, puede impugnar dichos extremos en la vía administrativa, por medio del recurso de revisión, o bien, acudir directamente a la vía judicial y dar inicio a un proceso ordinario de conocimiento…” Sentencia 002076-19
“…los decretos cuestionados no resultan contrarios a la Constitución Política, en el tanto únicamente crean y fijan los límites de una serie de reservas indígenas, las cuales constituyen territorios cuya constitucionalidad ha sido reconocida expresamente por este Tribunal. Por otra parte, la Sala no considera que se lesione el principio de reserva de ley, pues, a criterio de este Tribunal, el decreto ejecutivo número 34 del 15 de noviembre de 1956 se fundamentó en la potestad que, en ese momento, le confería el artículo 8 de la Ley de Terrenos Baldíos, que facultaba al Poder Ejecutivo a establecer territorios indígenas, en aquellos lugares donde existieran tribus, a su juicio prudencial. Asimismo, no se estima que el decreto ejecutivo número 13571 del 17 de mayo de 1982 presente el vicio antes mencionado, pues por medio de este únicamente se procedió a dividir los territorios que ya habían sido expresamente reconocidos como reservas indígenas por el decreto número 34. Por otra parte, en lo que atañe al decreto ejecutivo número 6037-G, la Sala constata que los territorios que este comprende fueron declarados expresamente como reserva indígena por el artículo 1 de la Ley Indígena, de ahí que se descarte la inconstitucionalidad alegada…” Sentencia 019462-18
ARTICULO 50 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…Existen varios tipos de contaminación, uno de ellos está referido a la contaminación sónica producida por el ruido. El ruido es considerado como una de las formas de agresión al ambiente que aumenta las incomodidades en una sociedad cada vez más industrializada. Las molestias por ruidos afectan la calidad de vida y la salud de las personas, ya que pueden traer consigo consecuencias fisiológicas y psíquicas, sobre todo ante la persistencia de una grave contaminación

acústica. Para abordar tal problemática el Estado debe diseñar políticas contra esa clase de contaminación atmosférica, dirigidas a proteger a las personas de la exposición excesiva al ruido. Es claro que el problema del ruido se agudiza debido tanto a la dispersión y aumento de las fuentes de contaminación, así como al desarrollo de la industria, de la construcción, relacionado con el grado de urbanización y densidad de la red vial, entre otros factores. A lo anterior se suma que el diseño de la política ambiental no ha concedido prioridad a este tipo de contaminación que es de difícil tratamiento, y a los problemas relativos a su definición; razones todas que han obstaculizado el control del ruido. A nivel supranacional, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo celebrada en Río de Janeiro en junio de 1992 plantea los lineamientos a seguir para combatir la contaminación sónica…” Sentencia 004059-19
“…El concepto de “mínimo vital” o “mínimo existencial” se relaciona con una persona o grupo de personas cuya subsistencia se ve amenazada por el incumplimiento de las obligaciones del Estado o de un particular, frente al cual se encuentran en condición de indefensión. Las normas del derecho social protegen ese mínimo social requerido para que las personas cuenten con las condiciones materiales que les permitan llevar una existencia digna. Asimismo, proporcionan seguridad económica a los grupos sociales desprotegidos y protección ante situaciones que vulneren su dignidad, salud, integridad física e incluso su vida. En palabras de la Corte Constitucional de Colombia, “en un estado social de derecho el concepto de mínimo vital sirve para proteger a las personas frente a un perjuicio irremediable causado a la falta de atención a un derecho social” SU 111-92…” Sentencia 004048-19
"...al omitirse los criterios económicos y sociales a la hora de imponer la veda, no se fundamenta el tema de que la actividad de pesca sea respetuosa del ambiente y contribuya a la subsistencia, alimentación y salud de la población tanto en el presente como en el futuro. En este sentido, esta Cámara Constitucional considera prudente ordenarle a INCOPESCA que realice las acciones pertinentes para que se actualicen los criterios técnicos y científicos para el establecimiento de la veda y que se incorporen los aspectos económicos y sociales que fundamentan dicha regulación..." Sentencia 004046-19
“…Sobre la contaminación del medio ambiente por ruido.  No hay duda para este Tribunal que el ruido es un vector que puede incidir negativamente en la calidad de vida de las personas si no se controla, éste puede deteriorar el medio ambiente del ser humano y afectar su normal desenvolvimiento, influir severamente en el buen estado de ánimo, mental, físico y en el normal desenvolvimiento de las actividades diarias. Incluso en otros campos del derecho a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que con apoyo de la comunidad científica se insiste en proteger a ciertas especies animales del ruido, toda vez que puede interferir en sus diversos ciclos reproductivos, tema que es aparte de la acción de inconstitucionalidad, pero nos permite señalar la importancia que tiene la necesidad de mantener controlado el ruido que producen las diferentes actividades humanas.  La jurisprudencia de la Sala ha reafirmado en dar protección al derecho a un ambiente urbano sano, tal y como ha ocurrido constantemente en la jurisdicción de la libertad, cuando los quejosos buscan ampararse de formas de contaminación sónica o en general por ruido excesivo…” Sentencia 000186-19 

“…De la jurisprudencia reiterada de esta Sala se tiene que, toda reducción de un área silvestre protegida, en cualquiera de sus categorías de manejo (en cuenta los refugios nacionales de vida silvestre), deben cumplirse tres requisitos esenciales: reserva legal (es decir, sólo por ley puede hacerse), previa realización de estudios técnicos suficientes que justifiquen la medida y establecer medidas de compensación. En este caso se evidenció que la Ley para regular la creación y el desarrollo del puesto fronterizo Las Tablillas (Ley No. 8803) y su Reglamento, procedieron a la segregación, y consecuente reducción, del Refugio Nacional de Vida Silvestre de la zona fronteriza. Sin embargo, aunque se hizo por medio de una ley, no se realizó un estudio previo suficiente que: justificara la medida, estableciera el grado de  impacto de la medida correspondiente en el ambiente, las recomendaciones orientadas a menguar el impacto negativo en el ambiente, ni tampoco que demostrara cómo la medida que se toma implica un desarrollo que satisface las necesidades del presente sin poner en peligro la capacidad de las generaciones futuras para atender sus propias necesidades, o estableciera en concreto y detalle medidas de compensación. De todo lo cual se evidencia la inconstitucionalidad por omisión…” Sentencia 000673-19
"...El desarrollo urbano sostenible implica la generación de condiciones para un desenvolvimiento social y económico para toda la población, dentro de un marco jurídico con cánones obligatorios que incluyan y soporten el medio ambiente. En realidad, no es extraño para este Tribunal considerar que el Derecho Urbanístico es una parte del Derecho Ambiental, donde las exigencias de este último se pueden aplicar a las reglas de uso del suelo... La Sala Constitucional reitera que la falta de Planes Reguladores resulta, igualmente, en la desprotección ambiental que se materializa con el crecimiento desordenado e ilimitado de las poblaciones en nuestro país, y lo atestigua el desarrollo vegetativo de las poblaciones costarricenses, casualmente, sobre las vías públicas en todo el territorio nacional. " Sentencia 20341-18 

ARTICULO 60 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…La limitación contenida inciso e) del artículo 345 del Código de Trabajo impugnado es una limitación inconstitucional, en cuanto restringe a los trabajadores adolecentes la posibilidad de ocupar cargos en las juntas directivas de las organizaciones sindicales. Lo anterior por violación al principio de igualdad, a la normativa internacional que sustenta el interés superior de los jóvenes y a la normativa que establece la autonomía sindical. Así entonces, se impone la estimatoria de esta acción…” Sentencia 017697-18
ARTICULO 64 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…Al igual que en el caso de las cooperativas, se considera ajustado al Derecho de la Constitución que el legislador estimara oportuno regular la actividad de intermediación financiera de las organizaciones solidaristas con el propósito de garantizar a los trabajadores integrados en la misma una eficiente y segura administración de sus recursos;  sin que esto desconozca la esencia y los principios que inspiran el solidarismo, sino que se procura garantizar estabilidad, solvencia y rentabilidad del sistema financiero y, en concreto, de las entidades sometidas a fiscalización.   Por lo demás, determinar en cada caso particular, si a la luz de la normativa vigente, las características propias de cada asociación solidarista (actividades desempeñadas, patrimonio, etc.) y los umbrales técnicos dispuestos por la SUGEF, cuáles de las asociaciones solidaristas ejercen conductas calificadas como intermediación financiera o no, y si deben ingresar a un régimen de supervisión, o bien, deben, solamente, remitir información financiera y cualitativa a la SUGEF;  implica un análisis y discusión de legalidad ordinaria y no de constitucionalidad…” Sentencia 021268-18 

ARTICULO 68 DE LA CONSTITUCION POLITICA

"...el límite al poder del empleador ha de restringirse para que no se vulnere la dignidad del trabajador, pues, en ningún caso, el funcionamiento de la empresa o institución podría utilizarse como excusa para la anulación de los derechos fundamentales que tiene reconocidos el trabajador, entendiéndose como persona. Dado que no existe en la legislación laboral, al menos de forma completa, reglas sobre los límites a la apariencia externa de los trabajadores, deben plantearse para cada caso, de conformidad con los principios constitucionales dentro del marco de legalidad, constitucionalidad y convencionalidad. Entonces, cómo se puede identificar cuándo una disposición patronal podría lesionar los derechos del trabajador. Para ello se debe analizar cada caso, a la luz de las potestades patronales y determinar si el medio empleado es idóneo, necesario y proporcional, puesto que se trata de la dignidad de los empleados..." Sentencia 005589-19
ARTICULO 89 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“… la base de datos Orígenes, tiene características muy particulares, como la ubicación geoespacial exacta de cada uno de los sitios arqueológicos de nuestro país, además de las características específicas de cada uno, por lo que resulta plenamente justificado que su acceso sea restringido, por ello solo se brinda a personas debidamente acreditadas, y para investigaciones arqueológicas, según las disposiciones normativas supra citadas, con el fin de prevenir la destrucción y daños del patrimonio, así como evitar el huaqueo y el comercio ilegal de piezas arqueológicas. De manera, que este Tribunal estima que dicha restricción resulta legítima, desde la perspectiva del Derecho Constitucional, en aplicación del principio preventivo en materia arqueológica, en el entendido de que se trata de acciones que el Estado ha emprendido, para realizar una efectiva tutela y protección del patrimonio arqueológico de nuestro país. Debe tenerse presente que, en temas de tanta relevancia y delicada protección, no puede concebirse que las autoridades administrativas intervengan una vez que el daño ha sido causado, por cuanto los daños pueden resultar irreversibles y de muy grandes proporciones. En el caso de los bienes arqueológicos, existe una única posibilidad, su protección efectiva o su pérdida irremediable. Por ello, a efecto de dimensionar el momento y las acciones que el Estado debe emprender para la protección del patrimonio arqueológico, bajo la premisa de prevención y protección del patrimonio, no se puede dar acceso ilimitado a la información requerida por la recurrente, por las razones indicadas anteriormente…” Sentencia 005114-19
ARTÍCULO 93 DE LA CONSTITUCION POLITICA
“En reiteradas resoluciones esta Sala se ha referido, ampliamente, a los derechos fundamentales de los privados de libertad. Ha sido conteste en indicar que para las personas contra las que se ha dictado una sentencia condenatoria de prisión, la pérdida de la libertad ambulatoria consagrada en el artículo 22 de la Carta Magna es la principal consecuencia, pero conservan todos los demás derechos y garantías contenidos en nuestra Constitución e instrumentos de derechos humanos, que no hayan sido afectados por el fallo jurisdiccional, incluidos, por ejemplo, el derecho a la información y comunicación, a la salud, a la libertad de religión, a la igualdad de trato y no discriminación, al sufragio, al trabajo, a la educación, a la libertad de expresión y pensamiento, etc. Lo anterior, en razón que por su sola condición de seres humanos conservan los derechos inherentes a su naturaleza, con la salvedad de la restricción a su libertad de tránsito que se da como consecuencia que el condenado infringió, ciertas normas sociales de convivencia, a las que el legislador les ha dado el rango de delito” Sentencia 4574-19
“En reiteradas resoluciones esta Sala se ha referido, ampliamente, a los derechos fundamentales de los privados de libertad. Ha sido conteste en indicar que para las personas contra las que se ha dictado una sentencia condenatoria de prisión, la pérdida de la libertad ambulatoria consagrada en el artículo 22 de la Carta Magna es la principal consecuencia, pero conservan todos los demás derechos y garantías contenidos en nuestra Constitución e instrumentos de derechos humanos, que no hayan sido afectados por el fallo jurisdiccional, incluidos, por ejemplo, el derecho a la información y comunicación, a la salud, a la libertad de religión, a la igualdad de trato y no discriminación, al sufragio, al trabajo, a la educación, a la libertad de expresión y pensamiento, etc. Lo anterior, en razón que por su sola condición de seres humanos conservan los derechos inherentes a su naturaleza, con la salvedad de la restricción a su libertad de tránsito que se da como consecuencia que el condenado infringió, ciertas normas sociales de convivencia, a las que el legislador les ha dado el rango de delito” Sentencia 279-13
“En reiteradas resoluciones esta Sala se ha referido, ampliamente, a los derechos fundamentales de los privados de libertad. Ha sido conteste en indicar que para las personas contra las que se ha dictado una sentencia condenatoria de prisión, la pérdida de la libertad ambulatoria consagrada en el artículo 22 de la Carta Magna es la principal consecuencia, pero conservan todos los demás derechos y garantías contenidos en nuestra Constitución e instrumentos de derechos humanos, que no hayan sido afectados por el fallo jurisdiccional, incluidos, por ejemplo, el derecho a la información y comunicación, a la salud, a la libertad de religión, a la igualdad de trato y no discriminación, al sufragio, al trabajo, a la educación, a la libertad de expresión y pensamiento, etc. Lo anterior, en razón que por su sola condición de seres humanos conservan los derechos inherentes a su naturaleza, con la salvedad de la restricción a su libertad de tránsito que se da como consecuencia que el condenado infringió, ciertas normas sociales de convivencia, a las que el legislador les ha dado el rango de delito” Sentencia 17014-06
ARTÍCULO 96 DE LA CONSTITUCION POLITICA
“En este sentido, dicho precedente es aplicable al caso en estudio. Por lo tanto, la Sala considera que no es de su resorte interferir con el trámite del pago de la deuda política a un partido político es específico, de manera tal que, de persistir en su disconformidad, lo propio es que los amparados acudan ante la vía de legalidad respectiva a plantear los alegatos y reclamos que estimen pertinentes, a fin de que se resuelva lo que en derecho proceda.” Sentencia 6856-18
“Lo planteado por el recurrente no constituye una amenaza o lesión a derecho fundamental alguno que permita la intervención de la Sala en el presente asunto. En ese sentido, la procedencia o no de la retención y traslado de los recursos de la deuda política adelantada al presupuesto ordinario del dos mil diecinueve, es un aspecto que, como tal, es propio de discutirse en la vía de legalidad que corresponda, a fin de plantear allí las gestiones que estimen pertinentes para que se resuelva lo que en derecho proceda.” Sentencia 13063-17
“Dicho lo anterior, el poder constituyente, originario o derivado, y el legislador, deben definir si optan por un modelo donde únicamente se financian los gastos electorales o también los gastos ordinarios de los partidos políticos, pasando a un modelo mixto; si bien, en otras latitudes, y por mandato de una sentencia del Tribunal Constitucional alemán del 4 de setiembre de 1992, se estableció que el financiamiento de estos últimos gastos lesionan la autonomía del cuerpo electoral y, por en ende, el proceso de “formación de la voluntad popular”, pues son los militantes los llamados a sostener al partido político en épocas no electorales. En nuestro medio, con la reforma parcial a la Carta Fundamental de 1997, se escogió un modelo mixto, aunque se limitan los gastos ordinarios a satisfacer las necesidades de capacitación y organización política. Otro elemento a considerar, es si el derecho al financiamiento se condiciona o no a la obtención de un determinado número de votos en la contienda electoral o a alcanzar o no una determinada representación en el Parlamento, o ambos. En nuestro caso, se optó por esta tercera alternativa, pues el derecho a la contribución del Estado está condicionada a que se alcance al menos un cuatro por ciento de los sufragios válidamente emitidos a escala nacional o los inscritos a escala provincial, que obtuvieren como mínimo ese porcentaje en la provincia o eligieren, por lo menos, un diputado. Una tercera cuestión que deben resolverse, es si la contribución comprende o no las elecciones locales y regionales, o únicamente las elecciones nacionales. En el caso de Costa Rica, el Estado contribuye tanto para las elecciones nacionales como para las locales. También el constituyente y el legislador deben decidir si escogen un modelo donde la contribución es directa o, por el contrario, se sigue uno donde la contribución es únicamente indirecta, o se asume una posición intermedia, es decir, se admite tanto la primera como la segunda. En nuestro medio, se optó por la directa. Otro aspecto que deben zanjar, es si la contribución del Estado se otorga a los partidos políticos durante la campaña electoral o con posterioridad a su finalización, o se sigue un modelo mixto. De acuerdo con el Derecho de la Constitución (principios, valores y normas) nuestro Estado sigue un modelo mixto en este punto. Por último, deben decidir si eligen un sistema exclusivo de contribución pública, prohibiéndose las contribuciones privadas, o un modelo mixto, donde además de la contribución pública, se permitan las contribuciones privadas. Según el numeral 97 constitucional y la normativa legal que lo desarrolla, en este aspecto, el modelo que se adoptó es mixto, toda vez que se reconoce que los partidos políticos pueden recibir contribuciones privadas, pero estas están sometidas al principio de publicidad y se regulan por ley”. Sentencia 15343-13
ARTICULO 121 INCISO 10) DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…este Tribunal Constitucional ha advertido que el derecho de enmienda se ve limitado cundo se trata de la aprobación de instrumentos internacionales, debido a las atribuciones definidas en la Constitución, toda vez el órgano legislativo solo puede aprobarlos o improbarlos, restando únicamente la posibilidad de agregar cláusulas interpretativas, que respeten a su vez las restricciones que este mismo Tribunal ha definido en su jurisprudencia… la citada cláusula interpretativa facilita la concertación de acuerdos complementarios para implementar el Memorándum, sin variar de manera alguna el contenido del mismo. Asimismo, se indica que dichos acuerdos no pueden añadir compromisos o limitaciones sustanciales a la actividad de los Estados, por lo que se ajusta al artículo 121 inciso 4) de la Constitución Política…” Sentencia 004034-19

ARTICULO 121 INCISO 22) DE LA CONSTITUCION POLITICA

"...La autodeterminación del Parlamento sobre su accionar interno -reconocida en forma reiterada por este Tribunal-, "interna corporis”, es una de sus potestades esenciales expresamente reconocida por la Constitución Política en su artículo 121 inciso 22), y que resulta consustancial al sistema democrático. El objeto perseguido con la atribución de la competencia para auto organizarse de la Asamblea, es la de que por su medio sean regulados sus procedimientos de actuación, organización y funcionamiento y en consecuencia su organización interna dentro de los parámetros que exigen los principios, democrático, de igualdad y no discriminación, con todos sus derivados. Esta potestad se desarrolla con absoluta independencia de los otros órganos del Estado – en virtud del principio establecido en el artículo 9 de la Carta Fundamental-, y tiene como límites: el acatamiento del Derecho de la Constitución, es decir, al conjunto de valores, principios y normas constitucionales, dentro de los que están los mencionados supra, el respeto a los principios de razonabilidad, racionabilidad y proporcionalidad, de tal forma que quienes ejerzan potestades públicas no pueden por acción, omisión o simple actuación material no fundada en un acto administrativo eficaz, violentar o amenazar los derechos fundamentales, toda vez que en un Estado democrático existe una constitución de la libertad, cuyo objeto es garantizarle al individuo el disfrute y goce pleno de los derechos humanos los que se encuentran actualmente reconocidos en las Constituciones Políticas de la mayoría de los países y en los tratados internacionales de derechos humanos (Derecho Internacional de los Derechos Humanos). No es legítimo entonces, utilizar las potestades para otros fines no asignados por el ordenamiento jurídico (vicio de desviación de poder igual o más allá de lo razonable (vicio de exceso de poder) ..." Sentencia 002815-19 

ARTICULO 140 INCISO 10) DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…si bien, de la lectura del artículo 140, inciso 10), de la Constitución Política, se desprende que la firma de los tratados internacionales es una atribución del Poder Ejecutivo, entendido como el órgano colegiado compuesto por el Presidente y el Ministro del Ramo, esta Sala, de manera reiterada, ha considerado que si un acuerdo internacional no fue firmado por el Presidente de la República y el respectivo Ministro, su participación en etapas posteriores del procedimiento legislativo subsana cualquier posible vicio…” Sentencia 0003131-19

“…El legislador, durante el proceso de aprobación o no del Tratado o Convenio, únicamente puede introducir declaraciones interpretativas, de conformidad con las reglas que, al respecto, se establecen en el artículo 31, de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, aprobada por Ley N° 7615 de 24 de julio de 1996, lo cual ha sido avalado por esta Sala, entre otras, en Sentencia N° 1998-08662 de las 16:03 horas del 2 de diciembre de 1998. Esas declaraciones interpretativas no pueden, de modo alguno, variar el texto del Tratado o Convenio de que se trate, sino que, únicamente, podrían aclarar aspectos que resulten ambiguos u oscuros, sin que en dicha declaración pueda el órgano legislativo extralimitarse, al punto de desnaturalizar el sentido mismo del instrumento internacional, y sin invadir la potestad exclusiva que el artículo 140, inciso 10), de la Constitución Política, otorga al Poder Ejecutivo para la discusión, negociación y suscripción de Acuerdos internacionales…” Sentencia 0003131-19
ARTÍCULO 153 DE LA CONSTITUCION POLITICA
“el derecho a ser juzgado por un juez natural, independiente e imparcial, forma parte esencial del debido proceso y constituye un requisito indispensable de un Estado democrático de derecho; lo cierto es que el ordenamiento jurídico dispone de los mecanismos para plantear la recusación de los juzgadores, lo cual, debe ser resuelto en el marco del propio proceso penal. Lo anterior, ya que, no le corresponde a este Tribunal Constitucional suplir a jurisdicción alguna o actuar como alzada en ninguna materia, así como, tampoco, entrar a valorar la legalidad de sus actuaciones. Toda vez que, esto implicaría incidir en el ámbito de competencia propio de otras jurisdicciones, como en este caso el de la jurisdicción penal accionada, que, constitucionalmente, está reservada a los jueces correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política” Sentencia 5446-19
ARTÍCULO 176 DE LA CONSTITUCION POLITICA
“Conforme lo señala la doctrina, el poder de reforma parcial a la Constitución es aquella actividad, de carácter normativo, dirigida a modificar una parte de la Constitución rígida (una o varias normas), utilizando para ello un procedimiento especial preestablecido al efecto por el ordenamiento jurídico. En una democracia constitucional, una vez constituido el poder constituyente como máximo poder, en representación del pueblo soberano, surge el poder constituyente derivado, que como poder constituido que es, está sujeto a los límites establecidos por el primero para su ejercicio. Como se indicó supra, en el caso de las reformas a la Constitución, a pesar de que existe un contenido político o ideológico en su adopción, también se trata de una actividad de carácter normativo, que como tal, debe cumplir con las reglas y procedimientos establecidos. En ese sentido, la competencia de la Sala Constitucional en consultas preceptivas de proyectos de ley que busquen reformar en forma parcial la Constitución, se limita, a verificar, que, en su función de poder constituyente derivado, la Asamblea Legislativa haya respetado lo dispuesto en el artículo 195 de la Constitución Política, que es norma originaria y, por lo tanto, vincula al poder constituyente derivado, el cual como órgano constituido que es -según se indicó-, está sujeto a límites. De tal forma que esta sentencia, se circunscribe a verificar esos aspectos de forma, en este caso, hasta el trámite de primer debate en primera legislatura, (momento en que se hace la consulta) sin que sea oportuno emitir opinión sobre el fondo (materia propia del constituyente), o referirse a aspectos de tramitación que aún no se han materializado. En ese sentido, este Tribunal no emite opinión, sobre la conveniencia u oportunidad de la iniciativa concreta que se somete a consulta, ni su conformidad con el procedimiento hasta el momento procesal en que se formula la misma, no implica ningún tipo de aval sobre futuras modificaciones o alteraciones del texto o del procedimiento, en caso de que llegaren a producirse.” Sentencia 58-19
ARTICULO 195 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“Conforme lo señala la doctrina, el poder de reforma parcial a la Constitución es aquella actividad, de carácter normativo, dirigida a modificar una parte de la Constitución rígida (una o varias normas), utilizando para ello un procedimiento especial preestablecido al efecto por el ordenamiento jurídico. En una democracia constitucional, una vez constituido el poder constituyente como máximo poder, en representación del pueblo soberano, surge el poder constituyente derivado, que como poder constituido que es, está sujeto a los límites establecidos por el primero para su ejercicio. Como se indicó supra, en el caso de las reformas a la Constitución, a pesar de que existe un contenido político o ideológico en su adopción, también se trata de una actividad de carácter normativo, que como tal, debe cumplir con las reglas y procedimientos establecidos. En ese sentido, la competencia de la Sala Constitucional en consultas preceptivas de proyectos de ley que busquen reformar en forma parcial la Constitución, se limita, a verificar, que, en su función de poder constituyente derivado, la Asamblea Legislativa haya respetado lo dispuesto en el artículo 195 de la Constitución Política, que es norma originaria y, por lo tanto, vincula al poder constituyente derivado, el cual como órgano constituido que es -según se indicó-, está sujeto a límites. De tal forma que esta sentencia, se circunscribe a verificar esos aspectos de forma, en este caso, hasta el trámite de primer debate en primera legislatura, (momento en que se hace la consulta) sin que sea oportuno emitir opinión sobre el fondo (materia propia del constituyente), o referirse a aspectos de tramitación que aún no se han materializado. En ese sentido, este Tribunal no emite opinión, sobre la conveniencia u oportunidad de la iniciativa concreta que se somete a consulta, ni su conformidad con el procedimiento hasta el momento procesal en que se formula la misma, no implica ningún tipo de aval sobre futuras modificaciones o alteraciones del texto o del procedimiento, en caso de que llegaren a producirse.” Sentencia 58-19
"...Conforme lo señala la doctrina, el poder de reforma parcial a la Constitución es aquella actividad, de carácter normativo, dirigida a modificar una parte de la Constitución rígida (una o varias normas), utilizando para ello un procedimiento especial preestablecido al efecto por el ordenamiento jurídico. En una democracia constitucional, una vez constituido el poder constituyente como máximo poder, en representación del pueblo soberano, surge el poder constituyente derivado, que como poder constituido que es, está sujeto a los límites establecidos por el primero para su ejercicio. Como se indicó supra, en el caso de las reformas a la Constitución, a pesar de que existe un contenido político o ideológico en su adopción, también se trata de una actividad de carácter normativo, que como tal, debe cumplir con las reglas y procedimientos establecidos. En ese sentido, la competencia de la Sala Constitucional en consultas preceptivas de proyectos de ley que busquen reformar en forma parcial la Constitución, se limita, a verificar, que, en su función de poder constituyente derivado, la Asamblea Legislativa haya respetado lo dispuesto en el artículo 195 de la Constitución Política, que es norma originaria y, por lo tanto, vincula al poder constituyente derivado, el cual como órgano constituido que es -según se indicó-, está sujeto a límites. De tal forma que esta sentencia, se circunscribe a verificar esos aspectos de forma, en este caso, hasta el trámite de primer debate en primera legislatura, (momento en que se hace la consulta) sin que sea oportuno emitir opinión sobre el fondo (materia propia del constituyente), o referirse a aspectos de tramitación que aún no se han materializado..." Sentencia 000059-19 

“…El procedimiento para la reforma parcial a la Constitución Política, se encuentra expresamente regulado en el propio texto constitucional, y constituye el cauce por el que debe discurrir la Asamblea Legislativa, en tanto poder reformador de aquélla, para la validez de la modificación que en su caso se acuerde. El numeral 195 de la Carta Fundamental, norma que se ocupa del tema, señala que tales reformas habrán de acordarse “con absoluto arreglo” a las disposiciones allí previstas… El numeral 195 constitucional, en todo caso, no establece un término perentorio para iniciar la lectura en el Plenario de las propuestas y decidir sobre su admisibilidad, luego de presentadas, de modo que corresponde al legislador determinar el momento para hacerlo, siempre que, como en este caso, el tiempo transcurrido entre la presentación de la propuesta y su lectura y admisión, no rebase los plazos de caducidad de los proyectos, según lo establecido en la normativa parlamentaria…” Sentencia 0001817-19

“…El Tribunal, se permite recordar que, conforme a reiterada jurisprudencia constitucional (sentencias 1438-95 y 4848-95), el constituyente derivado se encuentra imposibilitado para incorporar al proyecto artículos o temas no incluidos en la propuesta admitida a trámite…” Sentencia 0001817-19

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 195, inciso 2°), constitucional, la proposición de reforma parcial a la Carta Magna debe ser “leída por tres veces con intervalos de seis días, para resolver si se admite o no a discusión”. En el caso particular, tal y como se desprende del considerando anterior, la proposición de reforma al numeral 1° de la Constitución Política bajo estudio fue leída en tres ocasiones, concretamente, el día 26 de octubre de 2011 –se da la primera lectura en la sesión ordinaria N°91-; el día 09 de abril de 2012 –se procede con la segunda lectura- en la sesión ordinaria N°167, y la última lectura se hace el 09 de julio de 2014, en sesión extraordinaria N°2. Las lecturas del proyecto, como puede observarse, excedieron los plazos establecidos por el Constituyente en el inciso 2 del artículo 195 de la Constitución Política porque no se efectuaron con intervalos de seis días. Entre la primera lectura y la segunda transcurrieron más de cinco meses. Entre la segunda y la última se superó el plazo del año, pues pasaron quince meses. Ahora entre la primera y la tercera lectura, transcurrieron dos años ocho meses y quince días.  No obstante, esta Sala ha sido del criterio que dicha actuación no deviene en un vicio esencial o en una nulidad insubsanable y absoluta del proceso de reforma en cuestión.” Sentencia 17187-14
ARTÍCULO 196
“Por su parte, el inciso 2 del artículo 196 de la Constitución Política, así como el inciso 2) del artículo 184 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, disponen de manera expresa que la proposición de reforma parcial a la Constitución debe ser «leída por tres veces con intervalos de seis días, para resolver si se admite o no a discusión. En el caso bajo estudio, tal y como se desprende del considerando anterior, la proposición de reforma al numeral 138 de la Constitución fue leída en tres ocasiones, concretamente, los días 4 de agosto de 2014 en primera lectura, 21 de agosto de 2014 en segunda lectura, y los días 21 de enero de 2015 y 16 de enero de 2017 en tercera lectura, en las sesiones ordinarias del Pleno de la Asamblea Legislativa números 51, 62, 130 y 125, respectivamente, siendo así que en la misma sesión ordinaria número 125, de 16 de enero de 2017, se admite para el trámite el proyecto de ley, con el voto unánime de 42 Diputados y Diputadas presentes, satisfaciendo así la mayoría absoluta requerida por el inciso 3) del artículo 195 de la Constitución.” Sentencia 6548-18
ARTÍCULO 197
Los accionantes impugnan el artículo 345, inciso e), del Código de Trabajo. Manifiestan que la norma es discriminatoria pues limita la participación de los extranjeros en los puestos de dirección de los sindicatos. No obstante, el reclamo de los accionantes es inadmisible. La norma impugnada, tal y como los mismos accionantes indican, fue promulgada en 1943, es decir, es una norma preconstitucional cuyo texto debe ser confrontado con la norma fundamental. En este sentido, es importante recordar el valor normativo directo e inmediato de la Constitución Política que se encuentra expresamente consagrado en los artículos 11, 18, 154 y 197 del texto constitucional.  Ese valor supone el reconocimiento de su eficacia jurídica directa e inmediata. Es claro entonces, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 de la Constitución Política, que el inciso e) del artículo 345 del Código de Trabajo fue derogado automáticamente por el artículo 60 constitucional.” Sentencia 9523-17
“Al examinar el numeral 572 del Código Civil para resolver esta demanda de inconstitucionalidad, existe en este Tribunal un consenso pacífico sobre la necesidad examinar e interpretar el lenguaje contenido en este artículo preconstitucional, por ser incongruente con la intención el Constituyente de 1949.- Esta forma de interpretación viene legitimado tanto por el principio de la aplicabilidad directa e inmediata de los preceptos constitucionales que surge de la propia supremacía constitucional y su fuerza normativa, como por el propio artículo 197 de la Constitución Política que señala que la “… Constitución entrará en plena vigencia el ocho de noviembre de 1949, y deroga las anteriores. Se mantiene en vigor el ordenamiento jurídico existente, mientras no sea modificado o derogado por los órganos competentes del Poder Público, o no quede derogado expresa o implícitamente por la presente Constitución”. En este caso concreto, se observa que en el Acta No. 116 de la Asamblea Nacional Constituyente se discutió el problema de la igualdad entre los hijos nacidos dentro del matrimonio y aquellos nacidos fuera de él.” Sentencia 8908-16
COORDINACION

“…En relación con el principio de coordinación administrativa, esta Sala ha señalado que “Sobre el principio de coordinación interadministrativa. Uno de los principios rectores de la organización administrativa lo constituye la coordinación que debe mediar entre todos los entes y órganos públicos al ejercer sus competencias y prestar los servicios que el ordenamiento jurídico les ha asignado. La coordinación en cuanto asegura la eficiencia y eficacia administrativas, es un principio constitucional virtual o implícito que permea el entero ordenamiento jurídico administrativo y obliga a todos los entes públicos. Esta puede ser inter orgánica o entre los diversos órganos que conforman un ente público no sujetos a una relación de jerarquía o intersubjetiva, esto es, entre los entes públicos, cada uno con personalidad jurídica, presupuesto propio, autonómica y competencias específicas. La autonomía administrativa o de otro grado de cuya titularidad gozan los entes públicos los obliga a coordinar sus acciones, puesto que, no pueden estar sometidos recíprocamente a relaciones de jerarquía por su naturaleza interorgánica. La coordinación administrativa tiene por propósito evitar las duplicidades y omisiones en el ejercicio de las funciones administrativas de cada ente público, esto es, que sean desempeñadas de forma racional y ordenada; y se logra a través del establecimiento de niveles o canales fluidos y permanentes de información entre los entes públicos, todo lo cual se puede lograr a través de reuniones, informes o la creación de instancias formales de coordinación” (sentencia No. 2012-08892 de las 16:03 horas del 27 de junio de 2012, reiterada en la sentencia No. 2017-20119 de las 09:20 horas del 15 de diciembre de 2017)…” Sentencia 0003100-19
JUSTICIA PRONTA Y CUMPLIDA

“ Sobre el principio de justicia pronta y cumplida. La Administración, a la luz del artículo 41 constitucional, tiene la obligación de garantizarle a la ciudadanía el cumplimiento de la justicia pronta y cumplida, sin denegación, lo que implica, en el ámbito de la justicia administrativa, su obligación de decidir con diligencia y celeridad los reclamos planteados por los administrados, de tal manera que su resolución sea congruente con los extremos alegados, así como de comunicarles a los interesados lo dispuesto, todo ello dentro de un plazo razonable. En este sentido, el carácter "razonable" de la duración de la actividad administrativa se determina casuísticamente con base en diversos elementos, tales como la complejidad técnica del asunto administrativo, la amplitud de la prueba por evacuar o el grado de afectación a la persona o al ambiente del acto impugnado, de lo cual se infiere que no existe un derecho estricto a la constitucionalización de los plazos, sino más bien un derecho a que se aplique el control de constitucionalidad sobre aquellas actuaciones de la Administración, en las cuales no existan motivos suficientes para justificar el tiempo demorado en la solución de algún tipo de gestión administrativa…” Sentencia 2665-19

IRRECTROACTIVIDAD ANTE LA LEY

“…Los conceptos de ‘derecho adquirido’ y ‘situación jurídica consolidada’ aparecen estrechamente relacionados en la doctrina constitucionalista. Es dable afirmar que, en términos generales, el primero denota a aquella circunstancia consumada en la que una cosa -material o inmaterial, trátese de un bien previamente ajeno o de un derecho antes inexistente- ha ingresado en (o incidido sobre) la esfera patrimonial de la persona, de manera que ésta experimenta una ventaja o beneficio constatable. Por su parte, la ‘situación jurídica consolidada’ representa no tanto un plus patrimonial, sino un estado de cosas definido plenamente en cuanto a sus características jurídicas y a sus efectos, aun cuando éstos no se hayan extinguido aún. Lo relevante en cuanto a la situación jurídica consolidada, precisamente, no es que esos efectos todavía perduren o no, sino que -por virtud de mandato legal o de una sentencia que así lo haya declarado- haya surgido ya a la vida jurídica una regla, clara y definida, que conecta a un presupuesto fáctico (hecho condicionante) con una consecuencia dada (efecto condicionado). Desde esta óptica, la situación de la persona viene dada por una proposición lógica del tipo ‘si..., entonces...’; vale decir: si se ha dado el hecho condicionante, entonces la ‘situación jurídica consolidada’ implica que, necesariamente, deberá darse también el efecto condicionado. En ambos casos (derecho adquirido o situación jurídica consolidada), el ordenamiento protege -tornándola intangible- la situación de quien obtuvo el derecho o disfruta de la situación, por razones de equidad y de certeza jurídica. En este caso, la garantía constitucional de la irretroactividad de la ley se traduce en la certidumbre de que un cambio en el ordenamiento no puede tener la consecuencia de sustraer el bien o el derecho ya adquirido del patrimonio de la persona, o de provocar que, si se había dado el presupuesto fáctico con anterioridad a la reforma legal, ya no surja la consecuencia (provechosa, se entiende) que el interesado esperaba de la situación jurídica consolidada. Ahora bien, específicamente en punto a ésta última, se ha entendido también que nadie tiene un ‘derecho a la inmutabilidad del ordenamiento’, es decir, a que las reglas nunca cambien. Por eso, el precepto constitucional no consiste en que, una vez nacida a la vida jurídica, la regla que conecta el hecho con el efecto no pueda ser modificada o incluso suprimida por una norma posterior; lo que significa es que —como se explicó— si se ha producido el supuesto condicionante, una reforma legal que cambie o elimine la regla no podrá tener la virtud de impedir que surja el efecto condicionado que se esperaba bajo el imperio de la norma anterior. Esto es así porque, se dijo, lo relevante es que el estado de cosas de que gozaba la persona ya estaba definido en cuanto a sus elementos y a sus efectos, aunque éstos todavía se estén produciendo o, incluso, no hayan comenzado a producirse. De este modo, a lo que la persona tiene derecho es a la consecuencia, no a la regla.’ (El resaltado y subrayado no es del original)…” Sentencia 2331-19
INTERES SUPERIOR DEL NIÑO

“…SOBRE EL PRINCIPIO DEL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO.  Este Tribunal Constitucional ha reconocido el principio hermenéutico del interés superior del niño, lo que implica que en toda decisión que se tome respecto a una situación que repercuta sobre una persona menor de edad, es necesario garantizar su interés superior.  Así, a la luz de lo dispuesto en el artículo  3 de la Convención sobre los Derechos del Niño  “ en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño ” y, en virtud de lo anterior, los Estados Parte en la Convención se comprometieron a “asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas”.  Dicho principio, igualmente, se desprende de lo dispuesto en el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que dispone que “ Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado ”, siendo que, el Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o “Protocolo De San Salvador”, equivalentemente,  dispone que  “ Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado (…) ”. Al analizar la importancia del referido principio, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el “Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana”, de 8 de setiembre de 2005, interpretó que se trata de un principio que irradia, además, la interpretación de todos los derechos convencionales reconocidos a favor de los menores de edad…” Sentencia 1543-19
“…el interés superior del niño es un concepto triple, a saber: a) un derecho sustantivo de aplicación directa, b) un principio jurídico interpretativo fundamental, de modo que si una disposición jurídica admite más de una interpretación, se elegirá la que satisfaga de manera más efectiva el interés superior del niño y c) una norma de procedimiento, pues siempre que se tenga que tomar una decisión que afecte a una o varias personas menores de edad, el proceso de adopción de decisiones deberá incluir una estimación de las posibles repercusiones (positivas o negativas) de la decisión sobre estas…” Sentencia 20800-18

DEBIDO PROCESO

"...el principio de inviolabilidad de la defensa tiene gran importancia también la garantía de la defensa técnica del imputado, como forma de equilibrar su posición frente al Ministerio Público. Constituye uno de los derechos esenciales del imputado desde el primer momento de la persecución penal y hasta el fin de la ejecución de sentencia, e implica contar con la asistencia técnica de un abogado defensor, escogido por él mismo o en su defecto, por un defensor público asignado por el Estado. En efecto, el derecho de asistencia técnica letrada constituye uno de los elementos integradores del derecho de defensa de los imputados, pues el defensor es el responsable de velar por el cumplimiento de todas las garantías previstas en el ordenamiento, en beneficio del imputado..." Sentencia 004381-19
“…SOBRE EL DERECHO DE DEFENSA TÉCNICA: Del Derecho de la Constitución se deriva el derecho de todo imputado a que se le garantice, de forma efectiva, el ejercicio de la defensa técnica desde el primer acto del proceso penal. La Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce, en su artículo 8.2 d), que toda persona inculpada de un delito tiene derecho, durante el proceso, a defenderse personalmente o a ser asistido por un defensor de su elección y a comunicarse libre y privadamente con su defensor. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos reconoce en su artículo 14.3 b) que, durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho a disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección…” Sentencia 004080-19
“…Sobre el principio de inviolabilidad de la defensa y la garantía de la defensa técnica. La garantía de la inviolabilidad de la defensa se expresa a través del derecho de audiencia, del derecho de probar y de controlar la recepción de las pruebas y del mismo derecho de impugnación. De gran importancia es el derecho de la persona imputada de intervenir en los actos que incorporen elementos de prueba. Cabe advertir, asimismo, que el derecho de defensa debe ser no sólo formal, sino también material, es decir, ejercido de hecho, plena y eficazmente, lo cual implica además, como aspecto de singular importancia, el derecho a hacer uso de todos los recursos legales o razonables de defensa, sin exponerse a sanción ni censura algunas por ese ejercicio, así como la necesidad de garantizar a la persona imputada y a su defensor o defensora respeto, a la primera en virtud de su estado de inocencia hasta no haber sido condenada por sentencia firme, a los segundos por su condición de instrumento legal y moral al servicio de la justicia, cualquiera que sea la causa que defiendan, la persona del reo o la gravedad de los hechos que se le atribuyan (sentencia No. 1992-001739 del 1° de julio de 1992). En relación con el principio de inviolabilidad de la defensa tiene gran importancia también la garantía de la defensa técnica de la persona imputada, como forma de equilibrar su posición frente al Ministerio Público. Constituye uno de los derechos esenciales de ésta desde el primer momento de la persecución penal y hasta el fin de la ejecución de sentencia, e implica contar con la asistencia técnica de un (a) abogado (a) defensor (a), de su libre escogencia o en su defecto, por una persona defensora pública asignada por el Estado. En efecto, el derecho de asistencia técnica letrada constituye uno de los elementos integradores del derecho de defensa de las personas acusadas, pues el defensor o la defensora son los responsables de velar por el cumplimiento de todas las garantías previstas en el ordenamiento jurídico en su beneficio (véase al respecto, la sentencia No. 2016-008052 de las 14:30 hrs. del 14 de junio de 2016)…” Sentencia 0791-19
IGUALDAD

“…El común denominador de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos señalados se centra en la eliminación de la discriminación y en la nueva dimensión de la igualdad de oportunidades. Asimismo, se insiste sobre el derecho de las personas con discapacidad a las mismas oportunidades que el resto de la ciudadanía, a disfrutar en un plano de igualdad de las mejoras en las condiciones de vida resultantes del desarrollo económico, tecnológico y social y se advierte de la importancia de la inserción social de las personas con discapacidad. En el plano infraconstitucional, este Tribunal Constitucional ha señalado que, con la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Ley No. 7600 del 2 de mayo de 1996, el legislador pretendió cumplir con los objetivos señalados y procurar por la eliminación una serie de barreras que impiden a las personas que sufren algún grado de discapacidad, participar en forma plena en la sociedad costarricense…” Sentencia 004625-19
“…Si bien, existe un consenso general en doctrina de que solo unos pocos derechos constitucionales pueden considerarse absolutos, como es el derecho a no ser objeto de tortura, en su grandísima mayoría, los derechos fundamentales no son absolutos, de manera que pueden moderarse de conformidad con las circunstancias jurídicas y fácticas en las que deben desenvolverse. En este sentido, el derecho a la igualdad considerado como un derecho subjetivo, garantiza que el poder público trate a las personas de forma igual, especialmente si se encuentran en similares o iguales circunstancias, pero a su vez, aplica lo contrario, como el derecho a no ser tratado desigualmente si hay circunstancias jurídicas y fácticas que así lo aconsejen. Toda medida de diferenciación sería consistente con los derechos fundamentales y la dignidad humana, en el tanto que desde un punto de vista jurídico resulta ser justa, objetiva y razonable. En la normalidad de los casos, el derecho a la igualdad está asociado a la formación de ciertas categorías que, en sí mismas, al ser creación de las autoridades públicas impone el deber de velar por una mayor precisión, y delimitación, toda vez que si no están justificadas apropiadamente producen resultados discriminatorios. La diferenciación solo es justificada cuando sirve propósitos superiores del ordenamiento jurídicos (o intereses superiores del Estado, como lo afirma la doctrina norteamericana), al establecer las modalidades de discriminación positiva. En este sentido, debe haber un “peso” claramente expresado en la norma cuando incide de forma negativa sobre ciertos elementos personales y la dignidad de las personas, especialmente cuando que se desea corregir una condición que ha sido adversa a alguna categoría que requiere protección, diferenciación que abarca categorías para establecerlas en igualdad de condiciones. Pero, en casos en los que no hay necesidad de establecer este tipo de diferenciaciones, la desigualdad cae en categorías “sospechosas e ilegítimas” porque no estaría basada en razones objetivas y razonables, que puedan dar sustento a las diferenciaciones y menos a tratamientos discriminatorios. Estos supuestos, han sido plasmados en los instrumentos de protección de derechos humanos, cuando la conducta o la actuación pública, se funda exclusivamente en un tema relacionado con el género, la raza, o la condición social o creencias religiosas, categorías todas ellas que deben ser evaluadas con sumo cuidado por las ramas políticas del Estado al promulgar disposiciones de carácter general, y el juzgador al revisar su constitucionalidad. En este sentido, si las razones para diferenciar no gozan de una base objetiva y razonable, ni la actuación del Estado es proporcionada para fundar una razón de discriminación, es inconstitucional y así debe declararse…” Sentencia 0238-19
RESERVA LEGAL

“…SOBRE EL PRINCIPIO DE RESERVA LEGAL. Por último, atendiendo a la jurisprudencia citada en esta sentencia, se reitera que el uso de los datos personales de los ciudadanos que tenga y archive, clasifique, utilice y almacene, en este caso el Ministerio Público, como parte de las funciones de investigación y prosecución de los delitos que por mandato legal atiende, han de circunscribirse al derecho a la intimidad consagrado en el artículo 24, de la Constitución Política en relación con el Principio de Sujeción al fin, lo que hace que únicamente pueden tramitarse los datos personales, conservarlos y usarlos con apego al fin para que fueran recopilados, y podrá válidamente restringir este derecho poniendo la información personal al alcance de otros únicamente bajo los supuestos justificados que se impongan en la ley, como podría ser por normas de cooperación entre órganos cuya función es prevenir, perseguir y sancionar los delitos o de crimen organizado. Así, en el caso que se somete a conocimiento de esta Sala, al no existir una norma de rango legal que justifique la puesta a disposición de terceros del contenido de la información recabada en las labores de investigación y persecución criminales en poder del Ministerio Público, ésta no puede ser revelada automáticamente y sin autorización legal, sin comprometer la dignidad, la intimidad y libre desarrollo de la personalidad, celosamente protegidos a través de la jurisprudencia de esta Sala. (vid. sentencia N° 2011006431de las ocho horas y cincuenta y ocho minutos del veinte de mayo del dos mil once)…” Sentencia 6031-16
INTIMIDAD

"...en aplicación del derecho a la intimidad que tiene el recurrente, así como la protección del secreto bancario que él, como cliente, debe tener, la Sala estima que la autoridad recurrida tampoco debió poder acceder a la cuenta bancaria que el amparado tenía a su nombre, independientemente de que fuera empleado del banco o no, pues ello conllevaría a enterarse de información bancaria sensible sin consentimiento del titular. En esa esfera, el tutelado tenía los mismos derechos y protecciones que cualquier otro cliente y ciudadano, pese a que en su contra se tramitaba un procedimiento disciplinario, de manera que resulta insostenible para esta Sala que el banco accionado haya accedido a la cuenta bancaria del promovente sin su consentimiento, para fines de investigación disciplinaria. Si la autoridad accionada requería dicha información bancaria, debió haber agotado la vías legales y procesales correspondientes para obtenerla, que son justamente los canales que el ordenamiento jurídico prevé para que el derecho a la intimidad se vea resguardado..." Sentencia 002546-19 

"...la colocación de cámaras de seguridad se considera apropiada en tanto se ubiquen en lugares visibles y de uso común, en donde la intimidad de las personas no se vea comprometida y se destine su uso con fines de seguridad y vigilancia de las personas y de bienes institucionales, sin que se requiera el consentimiento de los usuarios o administrados para su instalación y operación..." Sentencia 003958-19
PROPORCIONALIDAD

“…Dado su indiscutible vínculo con el derecho a la salud de las personas destinatarias de tales trasplantes, es inexorable que los requisitos que imponga la Administración para la importación de tales elementos sean acordes con su naturaleza. En palabras sencillas, no puede exigirse un trámite de quince días, si la vida útil del tejido es de siete. Caso contrario, se estaría incurriendo en una arbitrariedad que vulnera el derecho a la salud de los individuos en relación con el principio de razonabilidad. La fragilidad de este tipo de tejido también sobresale en el hecho de que la implantación debe realizarse dentro de las 48 horas posteriores al rompimiento de la cadena de frío, a efectos de que no se deteriore irremediablemente. La Sala ha visto en el “test de razonabilidad” una herramienta indispensable a fin de valorar si una medida como la descrita se ajusta al principio constitucional de proporcionalidad…” Sentencia 004582-19
JUEZ NATURAL
“el derecho a ser juzgado por un juez natural, independiente e imparcial, forma parte esencial del debido proceso y constituye un requisito indispensable de un Estado democrático de derecho; lo cierto es que el ordenamiento jurídico dispone de los mecanismos para plantear la recusación de los juzgadores, lo cual, debe ser resuelto en el marco del propio proceso penal. Lo anterior, ya que, no le corresponde a este Tribunal Constitucional suplir a jurisdicción alguna o actuar como alzada en ninguna materia, así como, tampoco, entrar a valorar la legalidad de sus actuaciones. Toda vez que, esto implicaría incidir en el ámbito de competencia propio de otras jurisdicciones, como en este caso el de la jurisdicción penal accionada, que, constitucionalmente, está reservada a los jueces correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política” Sentencia 5446-19
“el derecho a ser juzgado por un juez natural, independiente e imparcial, forma parte esencial del debido proceso y constituye un requisito indispensable de un Estado democrático de derecho; lo cierto es que el ordenamiento jurídico dispone de los mecanismos para plantear la recusación de los juzgadores, lo cual, debe ser resuelto en el marco del propio proceso penal. Lo anterior, ya que, no le corresponde a este Tribunal Constitucional suplir a jurisdicción alguna o actuar como alzada en ninguna materia, así como, tampoco, entrar a valorar la legalidad de sus actuaciones. Toda vez que, esto implicaría incidir en el ámbito de competencia propio de otras jurisdicciones, como en este caso el de la jurisdicción penal accionada, que, constitucionalmente, está reservada a los jueces correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política” Sentencia 16803-17
LEGALIDAD TRIBUTARIA
“La cuestión de las contribuciones parafiscales –en este caso las aportaciones a la seguridad social- ha provocado no poca polémica en el ámbito doctrinario y jurisprudencial. En lo que atañe a la controversia jurídica constitucional que tenemos entre manos, desde la perspectiva de esta Sala, son plausibles dos tesis. La primera, que considera que al ser un tributo –véase al respecto la sentencia 2006-009568 de este Tribunal- irremediablemente sus elementos estructurales –hecho generador, tarifa, base de cálculo, sujeto activo y pasivo, etc.- deben ser definidos por Ley formal-; esta última consecuencia que no ha sido validada por la Sala Constitucional-. En esta dirección, si los elementos estructurales de la contribución parafiscal no estuviesen establecidos por Ley formal, se estaría vulnerando el principio de legalidad tributaria, máxime si se toma en cuenta que en la lucha de los barones ingleses por hacerse de la potestad tributaria algunos encuentran el origen del Parlamento y la democracia – no hay democracia sin Parlamento, ni de éste sin la Oposición-. En resumidas cuentas, en este caso específico, se debe de aplicar el principio de legalidad tributaria. La segunda tesis, la cual ha sido sostenida por este Tribunal –véanse, entre otras, las sentencias números 1994-003819 y 1998-007393-, es la que considera que no estamos en presencia de una contribución parafiscal y, por consiguiente, no se debe aplicar el principio de legalidad tributaria.” Sentencia 13658-18
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2549-1500 (Central telefónica), 2549-1600, 2549-1601, 2549-1603, 2549-1604, 2549-1617.   Línea gratuita: 800-SALA 4TA (800-7252482). Página web: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional. 
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